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DECLARACIÓN DEL MOEA WASHINGTON D.C.

"ESTRATEGIAS PARA MINIMIZAR LA INEQUIDAD EN LOS ESTADOS MIEMBROS, MEDIANTE LA INTEGRACIÓN ECONÓMICA REGIONAL DE LAS AMÉRICAS"
Los Estudiantes de las Américas reunidos en el Trigésimo Primer Modelo de la Asamblea General de la OEA para universidades del Hemisferio (31º MOEA), en la ciudad de Washington D.C., Estados Unidos de América, 

REITERANDO el compromiso asumido por los Estados Miembros en la Carta de la OEA, donde se reconoce que uno de los propósitos de la Organización es promover mediante la acción cooperativa el desarrollo económico, social, cultural y tecnológico a través de principios rectores como la solidaridad y la equidad;

RECONOCIENDO el espíritu de la Carta Social de las Américas que promueve la cooperación interamericana y los principios democráticos para luchar contra la corrupción a fin de obtener instituciones sólidas que garanticen la seguridad jurídica;

CONSIDERANDO que la liberación comercial y la inversión privada garantizan el crecimiento económico sostenido;

AFIRMANDO que los Estados Miembros tienen la voluntad de establecer una estrategia que combine las políticas para el desarrollo sostenible, con el fin de mejorar de forma equitativa el bienestar y las condiciones de vida de las generaciones presentes y futuras; 

CONVENCIDOS que la educación es un derecho inalienable de los pueblos para promover la generación del capital humano, en el sentido de mejorar sistemas productivos capaces de generar un desarrollo económico;

EXPRESANDO la necesidad de fortalecer las políticas sociales inclusivas desarrolladas por los Estados Miembros, en reconocimiento de la diversidad y la promoción de los derechos de los grupos vulnerables del hemisferio, 
DECLARAN:

1. Recomendar a los Estados Miembros de la Organización la reducción de las barreras económicas, con la finalidad de facilitar el libre comercio y la integración de los países del hemisferio.

2. Encomendar a la Secretaría General que coordine e incentive, mediante foros anuales, el diálogo interregional de los sistemas de integración económica del hemisferio.

3. Recomendar a los países miembros de la Organización impulsar las exportaciones de las micro y pequeñas empresas de las regiones del hemisferio, implementando sistemas de logística de última generación que conecten el comercio interregional.

4. Agregar a la agenda de reuniones ministeriales que se realizan anualmente, el intercambio de información, experiencia y métodos de implementación de prácticas exitosas resultantes de políticas de especialización en los sectores productivos y de infraestructura. 

5. Encomendar a la Secretaría para el Desarrollo Integral que coordine la creación de un programa de intercambio de enseñanza técnica y superior en la región, integrando las experiencias exitosas con el fin de replicar estas experiencias de conocimiento en el Hemisferio.

6. Solicitar a la Secretaría General que con el apoyo de los Estados Miembros realice las acciones necesarias para lograr la implementación de la presente Declaración.
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CG-1

FOMENTO DE LA INVESTIGACION CIENTIFICA Y LA INNOVACION TECNOLOGICA PARA EL DESARROLLO INTEGRAL DE LAS AMERICAS
Resolución conjunta presentada por las delegaciones de: Antigua y Barbuda, Haiti, y Trinidad y Tobago.


EL MODELO DE LA ASAMBLEA GENERAL,

RECORDANDO: 

El Artículo 12, Capítulo III de la Carta Social de las Américas: “El desarrollo científico y tecnológico contribuye a reducir la pobreza, mejorar la calidad de vida y alcanzar el desarrollo integral. Por ello, resulta necesario aumentar la inversión en educación, infraestructura científica e investigación aplicada así como adoptar medidas para la promoción y desarrollo efectivo del talento científico y garantizar que el aumento de la productividad y otras ventajas resultantes de la aplicación de las innovaciones beneficien a todos”; 

El artículo 47 de la Carta de la Organización de los Estados Americanos que lee: “Los Estados Miembros darán importancia primordial, dentro de sus planes de desarrollo, al estimulo de la educación, la ciencia, la tecnología y la cultura, orientadas hacia el mejoramiento integral de la persona humana y como fundamento de la democracia, la justicia social y el progreso”;

El artículo 51  de la Carta de la Organización de los Estados Americanos que indica: “Los Estados miembros fomentarán la ciencia y la tecnología mediante actividades de enseñanza, investigación y desarrollo tecnológico y programas de difusión y divulgación, con el propósito de adecuarlas a las necesidades de su desarrollo integral, concertarán eficazmente su cooperación en estas materias, y ampliaran sustancialmente el intercambio de conocimientos de acuerdo con los objetivos y leyes nacionales y los tratados vigentes”;

RECONOCIENDO:

Que las empresas desempeñan un importante papel en la creación de prosperidad en el Hemisferio y que pueden hacer importantes contribuciones al desarrollo económico e incrementar el acceso a oportunidades, tales como la reducción de la inequidad en las comunidades en las cuales funcionan, mediante programas como la Responsabilidad Social Empresarial dirigida hacia aspectos específicos;

Que en su Artículo 5, Capítulo II, la Carta Social de las Américas expresa que la inversión pública y privada para la capacitación de recursos humanos, la infraestructura física, la investigación científica y tecnológica y la innovación, es fundamental para reducir las desigualdades y promover el desarrollo económico inclusivo,  justo y equitativo; y
RETOMANDO: 

El compromiso de los Estados miembros de promover y lograr progresivamente la plena efectividad de los derechos y principios económicos, sociales y culturales a través de las políticas y programas que se consideren más eficaces y adecuados a sus necesidades, de conformidad con sus procesos democráticos y recursos disponibles; y
El compromiso asumido por los Jefes de Estado y de Gobierno, reunidos en la Cuarta Cumbre de las Américas del 2005 en Mar de Plata, Argentina, y en la Quinta Cumbre de las Américas, celebrada en 2009 en Puerto España, Trinidad y Tobago, de incentivar tanto la inversión pública como la inversión del sector privado en materia tecnológica, científica e investigativa en estrecho apoyo con los centros de estudios de nivel superior e instituciones científicas, así como de organizaciones de la sociedad civil y órganos multilaterales, como factores esenciales para el desarrollo integral, económico y social de los pueblos de las Américas,

RESUELVE:

1. Instar a todos los Estados Miembros a promover la ciencia y la tecnología como estrategias para el desarrollo integral en los aspectos económicos, sociales y ambientales de los países de conformidad con su legislación nacional y sus obligaciones internacionales.

2. Impulsar iniciativas y programas que fomenten una mayor integración y colaboración interestatal para el desarrollo científico y tecnológico, y el proceso de innovación, con el propósito de crear condiciones básicas para que los Estados Miembros puedan avanzar de forma consistente en estos campos.

3. Promover esfuerzos y acuerdos entre el Gobierno, el sector privado, la academia, centros de investigación y la sociedad civil para estimular la innovación a través del intercambio de experiencias e información en tecnologías para procurar un desarrollo económico integral.


          4. Instar a los Estados Miembros a que promuevan entre las empresas que funcionan dentro o desde sus países, el uso de iniciativas, herramientas y mejores prácticas aplicables en materia de responsabilidad social empresarial, para la promoción del desarrollo científico y tecnológico.

5. Fortalecer la coordinación con órganos como el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) y el Banco Mundial para financiar y promover los programas y diversos esfuerzos orientados a la promoción de la ciencia y tecnología como pilares fundamentales del desarrollo integral.

6. Solicitar al Consejo Permanente en colaboración de la Comisión Interamericana de  Ciencia y Tecnología (COMCIYT), que informe a la Asamblea General en su próximo periodo ordinario de sesiones, sobre los avances en la implementación de la presente resolución en los Estados miembros.

CG-2

SEGUIMIENTO A LA CARTA SOCIAL DE LAS AMERICAS: DESARROLLO SOCIAL, REDUCCION DE LA POBREZA, DISMINUCION DEL DESEMPLEO E INCLUSION SOCIAL

Resolución conjunta presentada por las delegaciones de: Belice, Bolivia, Colombia, Costa Rica, Ecuador, Grenada, Guyana, Dominica, Honduras, Mexico, Nicaragua, San Vicente y Las Granadinas, Santa Lucia, y Saint Kitts y Nevis.

EL MODELO DE LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTOS la Carta Social de las Américas; los artículos 31 y 47 de la Carta de la Organización de los Estados Americanos; los artículos 10 y 13 de la Carta Democrática Interamericana; los Objetivos de Desarrollo del Milenio de las Naciones Unidas; la resolución AG/RES. 2327 (XXXVII-O/07), “Promoción y fortalecimiento de la democracia: seguimiento de la Carta Democrática Interamericana”;

RECORDANDO que el día 04 de Junio de 2012 se aprobó por aclamación en sesión plenaria de la XLII Asamblea General de la Organización de Estados Americanos la Carta Social de las Américas, en Cochabamba, Bolivia, la cuál indica que la reducción de la pobreza es un pilar fundamental para la consolidación de la democracia;

REAFIRMANDO el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales “Protocolo de San Salvador”; así como la Declaración de Margarita, y la Declaración de Nuevo León;

CONSIDERANDO que el trabajo decente es un concepto propuesto por la Organización Internacional del Trabajo (OIT) que establece las condiciones que debe reunir una relación laboral para cumplir los estándares  laborales internacionales, de manera que el trabajo se realice en forma libre, igualitaria, segura y humanamente digna. Y que dicho concepto es fundamental para alcanzar el bienestar de los seres humanos ya que permite el progreso social y económico, además de fortalecer a las personas, a sus familias y a sus comunidades;

CONSIDERANDO, el informe de la OIT del año 2012 sobre los avances observados en la reducción del desempleo y sus respectivos desafíos pendientes;

RECORDANDO ASIMISMO que en Septiembre de 2000 se celebró la Cumbre del Milenio, dentro del marco del período de sesiones de la Asamblea General de las Naciones Unidas, donde los países Miembros de la Organización de los Estados Americanos firmaron y se comprometieron a su cumplimiento con meta al 2015;

CONSCIENTES que la Comisión Interamericana de Desarrollo Integral tiene como objetivo principal el mejoramiento de mecanismos de diálogo en materia de políticas, con el fin de intercambiar información y buenas prácticas entre los Estados Miembros y brindar asistencia en el desarrollo eficaz y eficiente de políticas gubernamentales; y
TENIENDO EN CUENTA que no se puede alcanzar un verdadero desarrollo integral y, mucho menos, la consolidación de la democracia, si no se incluye a los grupos en condición de vulnerabilidad, combatiendo los problemas de pobreza, desempleo y discriminación, que constituyen objetivos primordiales de  la  Carta Social de las Américas,

RESUELVE:

a) Exhortar a los Estados miembros a fomentar y promover la coordinación entre  gobiernos  locales, organizaciones gubernamentales, no gubernamentales y el  sector privado en el proceso de generación de políticas de desarrollo social dirigidas  a  la creación de nuevos y mejores empleos, basándose en las potencialidades de cada localidad, con el objetivo de generar las condiciones básicas, para que el crecimiento social, político y económico pueda contribuir efectivamente a la disminución de la incidencia de la pobreza.

b) Fomentar en los Estados Miembros la implementación de políticas públicas y asignación de presupuestos que incrementen la vinculación en el mercado laboral público y privado de las mujeres, personas con capacidad diferenciada y otros grupos en condición de vulnerabilidad, que los Estados decidan acorde con su soberanía, para generar  un plano de igualdad de oportunidades, inclusión social y justicia.

c) Encomendar al Consejo Permanente de la Organización de Estados Americanos que:

a) Analice las acciones tomadas por los Estados Miembros para promover y cumplir los Objetivos del Milenio propuestos en las Naciones Unidas, referidos a los numerales uno, tres, cinco y ocho, y que presente un informe hemisférico sobre el seguimiento a la Carta Social de las Américas, en el 45o Periodo ordinario de sesiones de la OEA; y
b) Elabore un informe sobre los mejores procesos de promoción y cumplimiento de los objetivos antes mencionados, así como de la Carta Social de las Américas, entre los países del Hemisferio, a ser presentado en el Período Ordinario de Sesiones de la 46º  Asamblea General de la Organización de Estados Americanos donde fuere su sede.

d) Solicitar a la Secretaría de Desarrollo Integral la realización de una Reunión de Ministros y Altas Autoridades del Desarrollo Social para analizar el informe que presentará el Consejo Permanente sobre la evaluación de la aplicación de la Carta Social en los acápites uno, tres, cinco y ocho de los Objetivos del Desarrollo del Milenio, y delegar a la Comisión Interamericana  de Desarrollo Social el seguimiento y apoyo a la implementación de los acuerdos y políticas que de este encuentro deriven.

e) Fomentar el diálogo sectorial a nivel regional para el intercambio de información y de experiencias entre los Estados Miembros a través del fortalecimiento del uso de la Red Interamericana de Protección Social, para contribuir al desarrollo y la puesta en práctica efectiva y eficaz de políticas gubernamentales.

f) Instar a los países miembros a interrelacionar el término pobreza como una problemática multidimensional, teniendo en cuenta que la pobreza comprende además:

a) Dependencia de entidades y disponibilidad de un determinado recurso;

b) Carencia de oportunidades (exclusión social, acceso a educación de calidad); y
c) Bienestar poblacional (salud, seguridad y nutrición).

g) Encomendar al Secretario General que informe al Consejo Permanente sobre el seguimiento de esta resolución en los periodos ordinarios de la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos.

CG-3

MECANISMOS DE COOPERACION PARA EL DESARROLLO INTEGRAL PARA EL FORTALECIMIENTO DE LA DEMOCRACIA

Resolución conjunta presentada por las delegaciones de: Barbados, El Salvador, Honduras, Perú, San Vicente y las Granadinas, y Suriname. 

EL MODELO DE LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTOS:

             La Carta Social de las Américas que establece los principios de Inclusión, Paz, Libertad, Equidad y Justicia Social que son indispensables para la consolidación de la democracia;

Las resoluciones AG/RES. 2056 (XXXIV-O/04) y AG/RES. 2139 (XXXV-O/05), “Proyecto de Carta Social de las Américas: Renovación del compromiso hemisférico del combate a la pobreza extrema en la región”; AG/RES. 2241 (XXXVI-O/06), “Carta Social de las Américas: Renovación del compromiso hemisférico del combate a la pobreza extrema en la región”; AG/RES. 2278 (XXXVII-O/07), AG/RES. 2363 (XXXVIII-O/08), AG/RES. 2449 (XXXIX-O/09), AG/RES. 2542 (XL-O/10) y AG/RES. 2695 (XLI-O/11), AG/RES. 2699 (XLII-O/12)“Carta Social de las Américas: Renovación del compromiso hemisférico del combate a la pobreza en la región” y AG/RES. 2775 (XLIII-O/13) “Elaboración del Plan de Acción de la Carta Social de las Américas”;

REAFIRMANDO el compromiso de los Estados Miembros de promover y fortalecer los valores, principios y prácticas para la vida en democracia, incluyendo la libertad y la justicia social, el progreso, el respeto de los derechos humanos en su carácter universal, indivisible e interdependiente, y el estado de derecho, de conformidad con la Carta de la Organización de los Estados Americanos y la Carta Democrática Interamericana;

RECORDANDO que el Programa Interamericano sobre Educación en Valores y Prácticas Democráticas fue aprobado durante la Cuarta Reunión de Ministros de Educación en el ámbito del CIDI (Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral), celebrada en Scarborough, Trinidad y Tobago, del 10 al 12 de agosto de 2005, para promover una cultura democrática a través de la educación formal y no formal;

TOMANDO EN CUENTA el prestigio y la capacidad técnica del programa de pasantías, de la Secretaría General; y

ACOGIENDO CON BENEPLÁCITO los resultados obtenidos con el acompañamiento brindado por la Organización de los Estados Americanos al Estado  salvadoreño para solventar la problemática de la inseguridad, 

RESUELVE: 

1. Invitar a los Estados Miembros a continuar con la cooperación solidaria, mediante la creación de grupos focales dirigidos a dar y/o recibir asistencia técnica para el desarrollo integral.

2. Solicitar a la Secretaría General que encomiende al Departamento de Recursos Humanos de la Organización de los Estados Americanos, el establecimiento de un proyecto de campo en valores democráticos en el país de origen de los/las pasantes como requisito para la finalización de su curso de formación continua (Certificado en Valores Democráticos).
3. Invitar a la Secretaría de Seguridad Multidimensional de la Organización a la redacción de un protocolo de acción contra grupos criminales para brindar un acompañamiento a los Estados miembros que lo soliciten, en atención a los principios contemplados en la Carta Social de las Américas.  

4. Invitar a los Estados Miembros a continuar los esfuerzos encaminados a lograr un verdadero desarrollo integral. 

CG-4

EDUCANDO PARA IMPULSAR UNA CULTURA DEMOCRATICA
EN LAS AMERICAS
Resolución conjunta presentada por las delegaciones de: Bahamas, Brasil, Canadá, Chile, Costa Rica, Dominica, Estados Unidos de América, Grenada, Jamaica, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, Trinidad y Tobago.

EL MODELO DE LA ASAMBLEA GENERAL,

RESALTANDO la importancia de la Educación para el fortalecimiento de la participación ciudadana y los valores democráticos abordados en la “Carta Democrática Interamericana” y concertados por los Estados Miembros, en los artículos 2,6, 12, 16, 26 y 27;

CONSIDERANDO:

Que en la Declaración de Quebec los dirigentes del Hemisferio reconocieron y reafirmaron que los “valores y prácticas democráticas son fundamentales para avanzar en el logro de nuestros objetivos. Además el mantenimiento y fortalecimiento del Estado de Derecho y el respeto al sistema democrático son, al mismo tiempo, un propósito y un compromiso compartido”;

Que los jóvenes son los futuros líderes que tomarán las riendas de los pueblos Americanos, y reconociendo la importancia del desarrollo de una ciudadanía integral como elementos cruciales para el fortalecimiento de la democracia; y siendo la educación una de las necesidades básicas y forma de empoderar a la Ciudadanía Social;

Que el artículo 8 de la Carta Social de las Américas manifiesta que la educación es vital para fortalecer las instituciones democráticas, transmitir valores cívicos y sociales, para formar ciudadanos responsables y comprometidos con la sociedad;

RECORDANDO:

Que, en la Resolución CP/RES. 769 (1234/00) “Programa de Educación para la Paz en el Hemisferio” el Consejo  Permanente de la Organización de Estados Americanos manifiesta su interés  por promover un proceso que tenga como meta desarrollar entre los pueblos de las Américas valores, conocimientos, creencias, actitudes y comportamientos necesarios para el fortalecimiento de una cultura política democrática y una cultura de paz;

Que en la Resolución AG/DEC. 57 (XXXVIII-O/08) “Declaración de Medellín: Juventud y valores democráticos”, los Estados Miembros recalcan su compromiso de fomentar entre los y las jóvenes del hemisferio los principios y valores democráticos contenidos en la Carta de la Organización de Estados Americanos y la Carta Democrática Interamericana, fortaleciendo así su participación política, social y económica;

RETOMANDO la Resolución AG/RES.2423 (XXXVIII-O/08) “Programa Interamericano sobre Educación en Valores y Prácticas Democráticas”, que tiene como objetivo promover el desarrollo y el fortalecimiento de una cultura democrática en las Américas a través de la educación; y
TOMANDO EN CONSIDERACIÓN las actuaciones que realiza la Red de Profesionales Líderes en Educación de la OEA, la cual, a través del uso de recursos como las Tecnologías de Información y Comunicación (TICs), promueve la capacitación inicial y preparación docente, con el fin de mejorar la calidad de educación cívica del Hemisferio,

RESUELVE:

1. Encomendar a la Oficina de Educación y Cultura (OEC) la elaboración de un informe que contenga la evolución, la situación actual y los retos que presenta el “Programa Interamericano sobre Educación en Valores y Prácticas Democráticas”, fijando las directrices que la OEA y los Estados Miembros podrían seguir para su consolidación, fortalecimiento y expansión, con el fin de obtener un panorama general sobre el estado de la educación para la cultura democrática. 
2. Solicitar a la Secretaría General que, a través de la OEC,  promueva espacios de discusión o foros virtuales donde los jóvenes encuentren un espacio de diálogo, participación y formación constante en las prácticas y valores democráticos, creando así una conciencia participativa que tendrá como finalidad generar propuestas innovadoras que sirvan como complemento para el “Programa Interamericano sobre Educación en Valores y Prácticas Democráticas” de la OEA.

3. Alentar a los Estados Miembros a trabajar en conjunto con la OEC para la capacitación de docentes y la elaboración de materiales que ayuden a la formación ética y democrática de los ciudadanos, en aras del desarrollo de un pensamiento colectivo de participación ciudadana consciente. Lo anterior, a través de una red de capacitadores que surja de la cooperación técnica entre los pueblos americanos, apoyada en las nuevas TICs. 

4. Instar  a los Estados Miembros a que continúen trabajando, mediante las entidades nacionales encargadas de la educación, para integrar de manera transversal los valores cívicos y democráticos en la educación básica y secundaria. Para ello, será necesario promover un mayor involucramiento de las organizaciones de la sociedad civil e instituciones privadas que trabajen de manera conjunta para concientizar a los estudiantes acerca de la importancia de una cultura democrática como elemento clave para el fortalecimiento de las instituciones democráticas.

5. Invitar a los gobiernos del Hemisferio a establecer y fortalecer programas sociales que apoyen a individuos, familias y comunidades en su desarrollo económico, social y cultural, de manera que la población tenga las herramientas y los conocimientos necesarios para mejorar su calidad de vida y poder crear un futuro digno que incluya una activa participación en la política del país.

6. Solicitar a la Secretaría General que informe a la Asamblea General cada tres años, a partir del 2014, sobre la implementación de la presente resolución, como una forma de realizar un seguimiento efectivo a lo planteado.

CG-5

APOYO PARA LA APROBACION DEL PLAN DE ACCION DE LA CARTA SOCIAL DE LAS AMERICAS

Resolución conjunta presentada por las delegaciones de: Argentina, República Federativa De Brasil, Canadá, Chile, Colombia, Estados Unidos de América, Guatemala, Haití, Uruguay y República Bolivariana de Venezuela. 


EL MODELO DE LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTAS las resoluciones AG/RES. 2056 (XXXIV-O/04) y AG/RES. 2139 (XXXV-O/05), “Proyecto de Carta Social de las Américas: renovación del compromiso hemisférico del combate a la pobreza extrema en la región”; AG/RES. 2241 (XXXVI-O/06), “Carta Social de las Américas: renovación del compromiso hemisférico del combate a la pobreza extrema en la región”; AG/RES. 2278 (XXXVII-O/07), AG/RES. 2363 (XXXVIII-O/08), AG/RES. 2449 (XXXIX-O/09), AG/RES. 2542 (XL-O/10), AG/RES. 2695 (XLI-O/11) y AG/RES. 2699 (XLII-O/12), “Carta Social de las Américas: renovación del compromiso hemisférico del combate a la pobreza en la región”; Proyecto de Resolución, Elaboración del Plan de Acción de la Carta Social de las Américas, (OEA/SER.P/AG/DOC.5349/13);

CONFIRMANDO el respeto por los principios consagrados en la Carta de la Organización de los Estados Americanos, en la Carta Democrática Interamericana, y en la Carta Social de las Américas, y comprometidos con su más estricto cumplimiento, así como el de los demás instrumentos regionales y subregionales que reafirman su compromiso con el fortalecimiento de la democracia;

TENIENDO EN CUENTA que la Carta Democrática Interamericana establece que la democracia es indispensable para el ejercicio efectivo de las libertades fundamentales y los derechos humanos, en su carácter universal, indivisible e interdependiente, consagrados en las respectivas constituciones de los Estados, y en los instrumentos interamericanos e internacionales de derechos humanos;

RECONOCIENDO que la promoción y observancia de los derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales son consustanciales al desarrollo integral, la igualdad de oportunidades y el crecimiento económico con equidad, y que existen esfuerzos conjuntos de los países miembros para la aplicación efectiva de los principios de la Carta Social de las Américas; y

PROFUNDAMENTE CONVENCIDOS que existe la imperiosa necesidad de ejecutar y trabajar en la aprobación y consecuente implementación del Plan de Acción de la Carta Social de las Américas con el fin de plasmar los ideales que inspiraron la Carta Social de las Américas,

RESUELVE:

1. Exhortar al Grupo de trabajo conjunto del Consejo Permanente y el Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI) sobre el Proyecto de Plan de Acción de la Carta Social de las Américas, a culminar las labores encomendadas por los Estados Miembros, a fin de ser adoptado durante el próximo periodo ordinario de sesiones de la Asamblea General.

2. Establecer los mecanismos articulados  que permitirán la efectividad del Plan de Acción. Para ello se sugiere que:

a) Los Estados, de acuerdo a sus necesidades y recursos, prioricen las áreas de intervención, establecidas en el Plan de Acción;
b) Cada Estado designe una institución que considere competente para ser la encargada de informar al CIDI sobre los avances en la ejecución del plan de acción; y
c) Se fomente el intercambio de experiencias en el Hemisferio durante la reunión anual del CIDI.

3. Encomendar al CIDI realizar el seguimiento de la ejecución  del Plan de Acción en los diferentes Estados Miembros e incluir en su informe anual los progresos de la Región.

4. Invitar a los Estados para que en coordinación con las diferentes organizaciones financieras especializadas, en caso de ser necesario, puedan aportar los fondos para asegurar la ejecución del Plan de Acción, reforzando los mandatos aquí contenidos.

5. Solicitar al Secretario General que en el Cuadragésimo Cuarto Periodo Ordinario de Sesiones de la Asamblea General, informe sobre los mandatos contenidos en la presente resolución.

CG-6

MECANISMOS DE EDUCACION PARA EL FORTALECIMIENTO DEL DESARROLLO Y LA INCLUSION SOCIAL

Resolución conjunta presentada por las delegaciones de: Antigua y Barbuda, Argentina, Mancomunidad de Bahamas, Barbados, Belice, Estado Plurinacional de Bolivia, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Jamaica, Panamá, Saint Kitts y Nevis, Santa Lucia, Uruguay, y la República Bolivariana de Venezuela.


EL MODELO DE LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTOS la Carta de la Organización de los Estados Americanos, la Carta Democrática Interamericana, la Carta Social de las Américas, el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y culturales “Protocolo de San Salvador”, la Resolución AG/RES. 2694 (XLI-O/11) “Promoción y fortalecimiento de la Democracia: seguimiento de la Carta Democrática Interamericana”, y la Resolución AG/DEC. 2695 (XLI-O/11) “Carta Social de las Américas: Renovación del Compromiso Hemisférico del Combate a la Pobreza en la Región”;

TENIENDO EN CUENTA:

Que en la Carta Democrática Interamericana se reconoce que “la educación es clave para fortalecer las instituciones democráticas, promover el desarrollo del potencial humano y el alivio de la pobreza, y para fomentar un mayor entendimiento entre los pueblos,

Que para lograr estas metas es esencial que una educación de calidad esté al alcance de todos, incluyendo las niñas y mujeres, los habitantes de las zonas rurales y las personas que pertenecen a la minorías; y

RECORDANDO que la Carta de la de la Organización de los Estados Americanos establece que “los estados miembros darán importancia primordial, dentro de sus planes de desarrollo, al estímulo de la educación, la ciencia, la tecnología y la cultura orientada hacia el mejoramiento integral de las personas y como el fundamento de la democracia, la justicia social y el progreso”,

RESUELVE:

1. Instar a los Estados Miembros al fortalecimiento de las instituciones educativas públicas, con el fin de mejorar la calidad de las mismas, teniendo en cuenta la accesibilidad a la educación, a fin de generar la inclusión social.

2. Recomendar al Consejo Interamericano de Desarrollo Integral mantener el compromiso adquirido con los temas de desarrollo integral, teniendo en cuenta la Carta Social de las Américas, con especial énfasis en los temas de educación y desarrollo humano.

3.  Encomendar al Departamento de Educación y Cultura, la creación de espacios con el fin de compartir experiencias de programas de educación que hayan sido exitosos en los Estados de las Américas, para sus posibles aplicaciones según las necesidades de los países del Hemisferio.

4. Promover programas que propicien el intercambio de talento humano de docentes especializados en distintas áreas, con el fin de capacitar y mejorar el nivel educativo de los pueblos originarios y de otros grupos en situación de vulnerabilidad, para garantizar la igualdad de oportunidades.

5. Fomentar la interculturalidad entre los Estados miembros a través de alianzas entre las universidades estatales, para promover el respeto a la diversidad de los pueblos de las  Américas.

6. Alentar a los Estados miembros a informar y divulgar los programas educativos y otras actividades afines al tema de educación, de manera que tenga un mayor alcance y cobertura en la población general, con énfasis en los grupos originarios y otros grupos en condición de vulnerabilidad.

7. Recurrir al financiamiento público y/o privado para llevar a cabo los programas educativos teniendo en cuenta:

a) Créditos para el acceso a la educación con bajas tasas de interés;
b) Infraestructura y equipamiento para una enseñanza de calidad; y
c) Innovación, científica y tecnológica.

   31º MODELO DE LA ASAMBLEA GENERAL DE LA OEA PARA UNIVERSIDADES DEL HEMISFERIO (MOEA)

PRIMERA COMISIÓN
LIBRO FINAL DE RESOLUCIONES
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I-1

ESTRATEGIAS PARA FORTALECER LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA CON EL ÁNIMO DE GARANTIZAR PROCESOS ELECTORALES LIBRES Y JUSTOS EN LOS ESTADOS MIEMBROS: 
PARTICIPACIÓN CIUDADANA CON MAYOR ÉNFASIS EN LA PARTICIPACIÓN DE MUJERES Y JÓVENES


Resolución conjunta presentada por las delegaciones de: Antigua y Barbuda, República de Argentina, Belice, República Federativa de Brasil, Canadá, Mancomunidad de Dominica, Grenada, República de Guatemala, Jamaica, República de Panamá, Santa Lucía, Monarquía Constitucional de San Vicente y las Granadinas, Federación de Saint Kitts y Nevis, y la República Bolivariana de Venezuela.

EL MODELO DE LA ASAMBLEA GENERAL, 
CONSIDERANDO que, la Declaración Universal de los Derechos Humanos en su Artículo 21 prescribe que:
Toda persona tiene derecho a participar en el gobierno de su país, directamente o por medio de representantes libremente escogidos.

Toda persona tiene el derecho de acceso, en condiciones de igualdad, a las funciones públicas de su país.

La voluntad del pueblo es la base de la autoridad del poder público; esta voluntad se expresará mediante elecciones auténticas que habrán de celebrarse periódicamente, por sufragio universal e igual y por voto secreto u otro procedimiento equivalente que garantice la libertad del voto.

TENIENDO EN CUENTA todos los derechos y obligaciones de los Estados Miembros conforme a la Carta de la OEA, la cual representa el fundamento de los principios democráticos del Hemisferio, y la importancia de la representación y defensa de las instituciones democráticas;

REAFIRMANDO la “Declaración de Medellín AG/DEC. 57 (XXXVIII-O/08) Juventud y Valores Democráticos”, donde se reconoce la importancia de la participación de la juventud en los procesos electorales;
RECORDANDO la Convención Interamericana de Belem Do Para, para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra la Mujer, que en su Artículo 4 literal “j”, establece que “Toda mujer tiene Derecho al reconocimiento, goce, ejercicio y protección de todos los derechos humanos y a las libertades consagradas por los instrumentos regionales e internacionales sobre derechos humanos; en particular el derecho a tener igualdad de acceso a las funciones públicas de su país y a participar en los asuntos públicos, incluyendo la toma de decisiones”;
TOMANDO NOTA del Informe Final del Diálogo sobre la eficacia de la Aplicación de la Carta Democrática Interamericana (CP/doc. 4669/11 rev. 3), resultante de la implementación de las Resoluciones AG/RES. 2555 (XL-O/10) y AG/RES. 2694 (XLI-O/11), “Promoción y fortalecimiento de la democracia: Seguimiento de la Carta Democrática Interamericana”;
HABIENDO EXAMINADO las resoluciones AG/RES. 1957 (XXXIII-O/03), “Promoción y fortalecimiento de la democracia: Seguimiento de la Carta Democrática Interamericana”; AG/RES. 2154 (XXXV-O/05), “Promoción de la cooperación regional para la aplicación de la Carta Democrática Interamericana”; AG/RES. 2251 (XXXVI-O/06), “Promoción de la cooperación regional para la aplicación de la Carta Democrática Interamericana en ocasión de su quinto aniversario”; AG/RES. 2327 (XXXVII-O/07), AG/RES. 2422 (XXXVIII-O/08), AG/RES. 2480 (XXXIX-O/09), AG/RES. 2555 (XL-O/10), “Promoción y fortalecimiento de la democracia: Seguimiento de la Carta Democrática Interamericana”; y AG/RES. 2694 (XLI-O/11) “Promoción y Fortalecimiento de la Democracia: Seguimiento de la Carta Democrática Interamericana”; 
CONSIDERANDO que la base de la democracia está definitivamente ligada a la participación ciudadana, y que no puede existir una verdadera democracia sin que existan métodos para garantizar a todos los ciudadanos un acceso equitativo a los diversos espacios políticos;
RECONOCIENDO ESPECIALMENTE el derecho de las mujeres y los jóvenes a asociarse según sus intereses, y participar activamente del entorno político, social y económico de cada uno de sus países, y buscando que los Estados miembros promuevan los valores y prácticas democráticas, implementando estrategias públicas de participación juvenil, que preserven la integración y la estabilidad política en el Hemisferio;

           TENIENDO EN CUENTA el Programa Interamericano sobre Educación en Valores y Prácticas Democráticas, que promueve la cultura democrática con el acceso a una educación de calidad, que promueva la diversidad, el multiculturalismo y vincule a la familia, las instituciones y las diversas comunidades; 


            CONVENCIDA que el logro de una participación continúa y sustantiva de la sociedad civil en el seno de la OEA es un aspecto positivo para el funcionamiento y la legitimidad de la Organización;

ENFATIZANDO que la participación ciudadana es un derecho humano fundamental, que garantiza la acción deliberada y consciente de la ciudadanía, tanto de manera individual como colectiva, con la finalidad de incidir en la toma de decisiones de los asuntos públicos, fiscalización, control y ejecución de los hechos políticos, administrativos, ambientales, económicos,  sociales, culturales y de interés general, como lo es el caso de los procesos electorales, otorgando legitimidad, eficiencia, eficacia y mejorando la  calidad de vida de la población; y
PREOCUPADA por la falta de interés de los ciudadanos por participar en los asuntos públicos y decisiones colectivas,
RESUELVE:
1. Continuar promoviendo el legítimo derecho que tienen  los pueblos de las Américas de gozar de elecciones transparentes, libres y justas, a través de nuevos mecanismos de participación ciudadana reflejados en las organizaciones cívicas y el pueblo organizado, con mayor énfasis en la integración de las mujeres y jóvenes en los procesos electorales, para reafirmar los valores democráticos.

2. Invitar a los Estados Miembros, en vista de la importancia de la participación de las mujeres y jóvenes específicamente, a que promuevan y fortalezcan mecanismos de participación ciudadana entre representantes de la sociedad, organizaciones  políticas y el gobierno tales como: Mesas de diálogo, consejos ciudadanos, y observación ciudadana, entre otros.
3. Recomendar a los países que instauren cuotas políticas equitativas de género dentro de las organizaciones políticas, y a su vez se impulsen foros, talleres, conferencias, seminarios u otros mecanismos de educación no formal, sobre procesos electorales transparentes, libres y justos a las organizaciones cívicas y a los ciudadanos.
4. Solicitar a la Comisión Interamericana de Mujeres (CIM) y al Consejo Interamericano de Desarrollo Integral (CIDI), que colaboren en la consecución y canalización de las iniciativas planteadas anteriormente, en conjunto con el Programa Interamericano sobre Educación y Prácticas Democráticas, con el fin de garantizar los preceptos fundamentales de la Carta Democrática Interamericana.
5. Encargar a la Comisión de Asuntos Administrativos y Presupuestarios, que evalúe la posible incorporación de la presente resolución en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos; así como invitar a los países observadores permanentes, al Banco Mundial, al Banco Interamericano de Desarrollo (BID), a la Corporación Andina de Fomento (CAF), al Fondo Interamericano de Desarrollo Integral (FEMCIDI) , que han colaborado de manera significativa en la transparencia de los procesos electorales  y el impulso de la participación ciudadana en la consecución de la democracia en Las Américas.
6. Solicitar al Secretario General que informe a la Asamblea General, en su Cuadragésimo Cuarto  Período Ordinario de Sesiones, sobre la implementación de la presente resolución.
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FORTALECIENDO LA CULTURA DEMOCRATICA DE LOS PUEBLOS DEL HEMISFERIO A TRAVES DE LA EDUCACION CIVICA

Resolución conjunta presentada por las delegaciones de: Antigua y Barbuda, Bahamas, Barbados, Bolivia, Ecuador, Estados Unidos, Guatemala, Guyana, Jamaica, México, Nicaragua, Paraguay, Santa Lucia, Suriname, y Uruguay. 

EL MODELO DE LA ASAMBLEA GENERAL,

TOMANDO EN CUENTA que en la Carta de la OEA, los Estados Miembros reafirman que la educación de los pueblos debe orientarse hacia la justicia, la libertad y la paz, y se comprometen a dar una importancia primordial, dentro de sus planes de desarrollo, al estímulo de la educación para el mejoramiento de la persona humana y como fundamento de la democracia, la justicia social y el progreso;

CONSIDERANDO que la Carta Democrática Interamericana reconoce:

Que la educación es clave para fortalecer las instituciones democráticas, promover el desarrollo del potencial humano y el alivio de la pobreza y para fomentar un mayor entendimiento entre los pueblos.

Que para lograr estas metas es esencial que una educación de calidad esté al alcance de todos, incluyendo a las niñas y las mujeres, los habitantes de las zonas rurales y las personas que pertenecen a las minorías.

Que “…la promoción y protección de los derechos humanos de los pueblos indígenas y los migrantes y el respeto a la diversidad étnica, cultural y religiosa en las Américas, contribuyen al fortalecimiento de la democracia y la participación ciudadana”;

TENIENDO PRESENTE que el Programa Interamericano sobre Educación en Valores y Prácticas Democráticas, adoptado en la IV Reunión Interamericana de Ministros de Educación en Agosto 12, 2005, tiene como objetivo promover el desarrollo y el fortalecimiento de una cultura democrática en las Américas a través de la educación, mediante una alianza hemisférica de Ministros de Educación, universidades, organizaciones internacionales, organizaciones de la sociedad civil, y del sector privado, que trabajan para fortalecer la educación en ciudadanía democrática a través de la cooperación, la investigación y la capacitación; y

CONSCIENTE que la educación es indispensable para fomentar los valores y principios democráticos de los pueblos de las Américas, prescritos en la Carta Democrática Interamericana,

RESUELVE:

1. Instar a los Estados miembros de la OEA a fortalecer y/o implementar las políticas públicas orientadas hacia la educación para concientizar sobre la importancia de la democracia, participación ciudadana y los procesos electorales en las Américas. 

2. Solicitar a la Secretaria General la elaboración de un plan para la implementación y el fortalecimiento de la educación cívica mediante el Programa Interamericano sobre Educación en Valores y Prácticas Democráticas, para que en las instituciones educativas de los países miembros, desde los niveles de primaria, se procure educar a la población desde los primeros años sobre el sistema electoral, como una parte vital de la ciudadanía democrática. 

3. Exhortar a los Estados Miembros a inculcar y fortalecer la cultura democrática con especial consideración a grupos étnicos y originarios, así como a las poblaciones rurales, de escasos recursos, y aquellas en condición de analfabetismo y vulnerabilidad.

4. Solicitar a los Estados Miembros el reconocimiento de los mecanismos que contribuyen a la formación y fortalecimiento de los principios democráticos  que brindan programas de pasantías y becas, con la finalidad de difundir principios y valores democráticos a través de la educación.
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FORTALECIMIENTO DE LA TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN CON RESPECTO A INSTRUMENTOS ELECTORALES

Resolución conjunta presentada por las delegaciones de: Canadá, la República de El Salvador, la República de Chile, la Federación de Saint Kitts y Nevis, la República de Haití, y la  República de Honduras. 

EL MODELO DE LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTOS los documentos AG/RES. 2288 (XXXVII-O/07) “Recomendaciones sobre acceso a la  información”, AG/RES. 2514 (XXXIX-O/09), “Acceso a la información pública: Fortalecimiento de la democracia”, AG/RES. 2607 (XL-O/10) “Ley Modelo Interamericana sobre Acceso a la Información Pública”;

RECONOCIENDO que la Carta Democrática Interamericana:

En su artículo 4 reconoce como componentes fundamentales del ejercicio de la democracia: la transparencia de las actividades gubernamentales, la probidad, la responsabilidad de los gobiernos en la gestión pública; y

En su artículo 5, establece que se deberá prestar atención especial a la problemática derivada de los altos costos de las campañas electorales y al establecimiento de un régimen equilibrado y transparente de financiación de sus actividades;

CONSIDERANDO que la Convención Interamericana contra la Corrupción establece como principios en su artículo 1.1, promover y fortalecer el desarrollo por cada uno de los Estados Partes, a través de los mecanismos necesarios para prevenir, detectar, sancionar y erradicar la corrupción; siendo un eje principal de la democracia la transparencia en todas sus actividades; y

TOMANDO NOTA que la Declaración de Cádiz reconoce la adopción de políticas de transparencia que incrementen la información que los Estados deben hacer pública, reconocer derechos de acceso a la información estatal y promover un acercamiento de las instituciones públicas al ciudadano, así como una mayor confianza en la gestión del Estado; puesto que, entre más transparente sea un Estado, se garantiza una democracia libre y justa,

RESUELVE:

1. Solicitar a la Secretaría de Asuntos Políticos, a través del Departamento para la Cooperación y Observación Electoral (DECO), realizar una próxima Reunión Interamericana de Autoridades Electorales donde se compartan las experiencias de los múltiples avances conseguidos en materia de transparencia electoral y acceso a la información pública, con el fin de generar un aprendizaje colectivo para el desarrollo de la región; y solicitar al Banco Interamericano de Desarrollo y a los Estados miembros su cooperación financiera y compromiso para la planificación de dicha cumbre Interamericana. 
2. Promover que en las resoluciones de fiscalización que las autoridades electorales emiten en cuanto al manejo de sus recursos, se emplee un lenguaje que sea comprensible para la población, de modo que ello pueda propiciar que las gestiones sean más transparentes y que la información asegure ser útil para todos los ciudadanos.
3. Instar a la actualización de los Registros Electorales, con el fin contar con una base de datos coordinada para el manejo de información sobre defunciones, nuevas inclusiones, y otros, con el fin de depurar el padrón electoral de votantes de manera periódica y de asegurar la integridad de las elecciones, y fortalecer la credibilidad y la democracia.
4. Reforzar los marcos legales y organizacionales de los Estados Miembros en materia electoral para establecer una efectiva y eficiente fiscalización de los partidos políticos y conocer con detalle el manejo de los fondos de las campañas electorales, con el objetivo de contribuir a generar mayor cantidad y calidad de la información disponible, y a disminuir la posibilidad del ingreso de recursos indebidos.
5. Solicitar a los distintos cuerpos electorales de los Estados miembros la creación de  programas de entrenamiento permanentes dirigidos a los funcionarios públicos, con la finalidad de brindarles conocimiento teórico y práctico con respecto a sus funciones en temas de transparencia electoral.
6. Considerar la adopción de un sistema vertical de acceso a la información pública, de manera que las instituciones electorales tengan el deber de brindar información sobre sus actividades a los ciudadanos, garantizándose así la transparencia y el acceso a la información.
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LA MODERNIZACION DE UN SISTEMA DEMOCRATICO DE ELECCION LIBRE Y JUSTO EN LAS AMERICAS
Resolución conjunta presentada por las delegaciones de: Belice, República de Colombia, República de El Salvador, República de Honduras, y Mancomunidad de Dominica.

EL MODELO DE LA ASAMBLEA GENERAL,
VISTOS los documentos resolutivos AG/RES. 1957 (XXXIII-O/03), AG/RES. 2154 (XXXV-O/05), AG/RES. 2251 (XXXVI-O/06), AG/RES. 2327 (XXXVII-O/07), AG/RES. 2422 (XXXVIII-O/08), AG/RES. 2480 (XXXIX-O/09), AG/RES. 2555 (XL-O/10), AG/RES. 2694 (XLI-O/11), y AG/RES. 2705 (XLII-O/12), referentes a la promoción, fortalecimiento, cooperación regional, y seguimiento de los principios de la Carta Democrática Interamericana;

CONSIDERANDO que las bases primordiales de un Estado Democrático de Derecho se fundan en la independencia y la separación de sus poderes e instituciones públicas con efectivo funcionamiento;

TENIENDO EN CUENTA que la Convención Americana sobre Derechos Humanos y la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre expresan los principios y valores de justicia social, igualdad  y libertad que son esencia de la democracia;

SUBRAYANDO que el carácter participativo de la democracia en las Américas en los diferentes ámbitos de la actividad pública contribuye a la consolidación de los valores democráticos en el Hemisferio;

TOMANDO NOTA que la Carta Democrática Interamericana establece que la democracia y la estabilidad política se deben desarrollar en un medio ambiente sano, indispensable para el desarrollo integral de las personas en sociedad; 

RESALTANDO que la sociedad civil juega un papel preponderante en la participación de la toma de decisiones gubernamentales y que a través de la educación se puede crear conciencia ciudadana, reafirmando la importancia del desarrollo de los recursos humanos para lograr un sistema democrático y sólido;

TENIENDO PRESENTE que la modernización de un sistema electoral democrático, se desenvolverá de acuerdo a la progresiva instrucción ciudadana, aceptación social y desarrollo tecnológico estatal que sean necesarios para su implementación; 
ACOGIENDO CON BENEPLACITO los instrumentos jurídicos interamericanos como medios de regularización de la conducta Estatal en pro de la fraternidad y motivación mutua a la resolución de conflictos;

RECORDANDO:
Que en la Declaración de Mar del Plata, los Jefes de Estado y de Gobierno reiteraron su “compromiso con la Carta de la Organización de los Estados Americanos y la Carta Democrática Interamericana” y reafirmaron su “resolución de fortalecer su plena y efectiva implementación”;

Que en la Declaración de Compromiso de Puerto España, “Asegurar el futuro de nuestros ciudadanos promoviendo la prosperidad humana, la seguridad energética y la sostenibilidad ambiental”, emanada de la Quinta Cumbre de las Américas, las Jefas y Jefes de Estado y de Gobierno reafirmaron su compromiso de mantener “los principios de la Carta Democrática Interamericana” y de aplicarla plenamente;

ENFATIZANDO que el objetivo principal de la tecnificación de los procesos electorales, contribuye a la modernización y al mejoramiento de la calidad de los servicios que prestan los organismos electorales a la ciudadanía y fortalecen su capacidad institucional; y

CONVENCIDA que la cooperación y la solidaridad hemisférica son métodos efectivos de fortalecer y promover la institucionalidad democrática en los todas las naciones americanas,
RESUELVE:

1. Impulsar el intercambio de experiencias entre los Estados Miembros y Observadores sobre el voto electrónico y la tecnificación de sistemas electorales para evaluar la factibilidad, perspectivas y condiciones que se deben cumplir para su desarrollo e implementación. 

2. Incentivar la utilización del padrón electrónico biométrico para garantizar la inalienabilidad de la privacidad individual y la transparencia de la elección, siempre y cuando no se violente el secreto del voto y apunte a la universalidad del mismo.

3. Promover el establecimiento gradual del voto electrónico en los Estados miembros de la Organización de Estados Americanos e instruir a la ciudadanía para lograr una aceptación social de su implementación, en base a las siguientes ventajas:  preservación y protección del medio ambiente; reducción de costos; rapidez en el escrutinio definitivo; seguimiento de resultados en tiempo real; agilidad y accesibilidad.

4. Fortalecer la cooperación horizontal de los procesos electorales en los Estados miembros, en coordinación del Departamento para la Cooperación y la Observación Electoral y el Departamento para la Gestión Pública efectiva de la Secretaría de Asuntos Políticos, a través de la Red Gobierno Electrónico de América Latina y el Caribe.
5. Sugerir a los Estados miembros solicitar espacios en los medios de comunicación masiva, a través de resoluciones administrativas, para la promoción de principios y valores democráticos.

6. Crear una aplicación virtual propia de la Organización de los Estados Americanos a través del Departamento para la Cooperación y Observación Electoral (DECO), para reforzar  los valores democráticos electorales del ciudadano americano, en convenio con los Estados miembros, países observadores y empresas privadas para su financiación. 

                                                                                                                         I-5

HACIA EL FORTALECIMIENTO DE LAS INSTITUCIONES DEMOCRATICAS, ORGANOS ELECTORALES Y PARTIDOS POLITICOS EN LAS AMERICAS

Resolución conjunta presentada por las delegaciones de: Bolivia, Estados Unidos de América, Haití, México, Perú, Trinidad y Tobago, Uruguay, y Venezuela.

EL MODELO DE LA ASAMBLEA GENERAL,

CONSIDERANDO que la Carta de la Organización de Estados Americanos en su artículo 1  garantiza la soberanía de los Estados miembros en todos sus ámbitos;

VISTAS las resoluciones AG/RES. 1957 (XXXIII-O/03), “Promoción y fortalecimiento de la democracia: Seguimiento de la Carta Democrática Interamericana”;  AG/RES. 2154 (XXXV-O/05), “Promoción de la cooperación regional para la aplicación de la Carta Democrática Interamericana”; AG/RES. 2251 (XXXVI-O/06), “Promoción de la cooperación regional para la aplicación de la Carta Democrática Interamericana en ocasión de su quinto aniversario”; AG/RES. 2327 (XXXVII-O/07), AG/RES. 2422 (XXXVIII-O/08), AG/RES. 2480 (XXXIX-O/09) y AG/RES. 2555 (XL-O/10), AG/RES. 2705 (XLII-O/12) “Promoción y fortalecimiento de la democracia: Seguimiento de la Carta Democrática Interamericana; 

RECORDANDO que en la Declaración de Mar del Plata, los Jefes de Estado y de Gobierno reiteraron su “compromiso con la Carta de la Organización de los Estados Americanos y la Carta Democrática Interamericana” y reafirmaron su “resolución de fortalecer su plena y efectiva implementación”;

REAFIRMANDO la solidaridad y la cooperación interamericana como formas efectivas de promover y fortalecer la gobernabilidad democrática en los respectivos países;

RECORDANDO que una gestión de calidad está sustentada en base a la atención de los problemas de gestión y a mejorar la credibilidad de los órganos electorales, mediante la implementación de procesos más transparentes y eficientes; y

CONSIDERANDO que el artículo 5 de la Carta Democrática Interamericana manifiesta que el fortalecimiento de los partidos y de otras organizaciones políticas es prioritario para la democracia,

RESUELVE:

1. Instar a los países del hemisferio a fortalecer la separación de los poderes públicos mediante la pluralidad en la elección de los miembros que conforman las instituciones democráticas;

2. Promover la función de los órganos electorales de los Estados Miembros por medio de mecanismos para optimizar el proceso electoral de la población residente en el extranjero, así como fiscalizar las campañas políticas y democratizar los partidos políticos.

3. Reafirmar la importancia en la región del fortalecimiento de los valores democráticos y las buenas prácticas electorales con el fin de llevar acabo campañas informativas que promuevan e incentiven programas que faciliten el acceso a la información objetiva de los diferentes partidos políticos.

4. Solicitar al Secretario General presentar un informe al Consejo Permanente sobre la efectividad de los Sistemas de Gestión de Calidad (SGC) en órganos electorales, ofrecidos por la OEA, por medio del Departamento para la Cooperación y Observación Electoral (DECO) de los casos donde se ha empleado este método.

5. Invitar a los Estados Miembros a través de sus órganos electorales a promocionar y proteger la formación e inscripción de candidatos políticos, y proteger el voto de grupos minoritarios, teniendo en cuenta las excepciones establecidas por las leyes internas de los diferentes Estados Miembros.
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AMPLIACION Y ARMONIZACION DE LAS MISIONES DE OBSERVACION ELECTORAL PARA PROMOVER LOS PRINCIPIOS FUNDAMENTALES DE LA CARTA DEMOCRATICA INTERAMERICANA
Resolución conjunta presentada por las delegaciones de: La República Federativa del Brasil, la República de Chile, la República de Colombia, la República de Costa Rica, la República de Panamá, San Vicente y las Granadinas, y la República de Trinidad y Tobago.
EL MODELO DE LA ASAMBLEA GENERAL,
RECORDANDO que la Declaración de Principios para la Observación Internacional de Elecciones y Código de Conducta para Observadores Internacionales de Elecciones, celebrada en las Naciones Unidas en octubre de 2005, especifica que “no es posible lograr elecciones democráticas auténticas si no se puede ejercer cotidianamente una amplia gama de otros tipos de derechos humanos y libertades fundamentales”;

REAFIRMANDO las disposiciones, propósitos y principios fundamentales identificados en la Carta de la Organización de los Estados Americanos; 

COMPARTIENDO la convicción expresada en la Declaración de la Cumbre de la Unión de Latinoamérica y el Caribe que “la democracia es una de las más preciadas conquistas de nuestra región, y que la transmisión pacífica del poder por vías constitucionales de cada uno de nuestros Estados es producto de un proceso continuo e irreversible sobre el que la región no admite interrupciones ni retrocesos, debido a la memoria histórica compartida por los pueblos americanos”;

RECONOCIENDO que la Carta Democrática Interamericana plasma taxativamente que “los pueblos de América tienen derecho a la democracia y sus gobiernos la obligación de promoverla y defenderla”;

TENIENDO EN CUENTA las resoluciones AG/RES. 1957 (XXXIII-O/03), “Promoción y fortalecimiento de la democracia: Seguimiento de la Carta Democrática Interamericana”; AG/RES. 2154 (XXXV-O/05), “Promoción de la cooperación regional para la aplicación de la Carta Democrática Interamericana”; AG/RES. 2251 (XXXVI-O/06), “Promoción de la cooperación regional para la aplicación de la Carta Democrática Interamericana en ocasión de su quinto aniversario”; AG/RES. 2327 (XXXVII-O/07); AG/RES. 2422 (XXXVIII-O/08); AG/RES. 2480 (XXXIX-O/09); AG/RES. 2555 (XL-O/10), “Promoción y fortalecimiento de la democracia: Seguimiento de la Carta Democrática Interamericana”; AG/RES. 2694 (XLI-O/11) “Promoción y Fortalecimiento de la Democracia: Seguimiento de la Carta Democrática Interamericana”; y AG/RES. 2705 (XLII-O/12) Promoción y Fortalecimiento de la Democracia: Seguimiento de la Carta Democrática Interamericana;

CONSCIENTES que las misiones de observación electoral podrán materializarse sólo en los Estados que soliciten asistencia o asesoramiento; y

RECONOCIENDO que no se pueden identificar algunos vicios de los procesos electorales el mismo día en que se ejerce el sufragio, siendo necesaria la presencia observadora con tiempo anticipado para evaluar todo el procedimiento desde el momento pre-electoral hasta la coyuntura post-electoral, 

RESUELVE:

1. Reafirmar la importancia de las Misiones de Observación Electoral (MOE) de la Organización como forma de consolidar la democracia en el hemisferio, mediante la ampliación y armonización de la esfera de acción de la observación internacional en los procesos electorales, para garantizar elecciones más libres y justas.

2. Instar a todos los Estados Miembros a invitar a las Misiones de Observación Electoral, para lograr la eficacia y transparencia en los procesos electorales en América.

3. Recomendar la unificación de criterios de las Misiones de Observación Electoral, sin distinción entre observadores, veedores y acompañantes, estableciendo estándares mínimos que acrediten la veracidad de los procesos electorales.

4. Promover la cooperación y el intercambio de información de las autoridades electorales de cada Estado Miembro, junto a la Sociedad Civil organizada,  para coordinar su actuación de la mano del Departamento para la Cooperación y Observación Electoral (DECO).

5. Solicitar a los Estados Miembros y Países Observadores Permanentes, así como entidades de la sociedad civil organizada, que continúen brindando su apoyo económico, en complemento al programa presupuesto de la Organización y otros recursos, para realizar las actividades del Departamento para la Cooperación  y Observación Electoral (DECO).

6. Solicitar a la Secretaría General que informe a la Asamblea General, en su próximo período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución.
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II – 1

MECANISMOS PARA LA REDUCCION DE LA DEMANDA

Resolución conjunta presentada por las delegaciones de: Antigua y Barbuda, Mancomunidad de Bahamas, Brasil, Estados Unidos de América, Jamaica, Trinidad y Tobago, Uruguay,  y República Bolivariana de Venezuela.
EL MODELO DE LA ASAMBLEA GENERAL, 

CONSIDERANDO que la “Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas” manifiesta el interés de “eliminar las causas profundas del problema del uso indebido de estupefacientes y sustancias psicotrópicas, comprendida la demanda ilícita de dichas drogas y sustancias y las enormes ganancias derivadas del tráfico ilícito”;

RECORDANDO que el Artículo 6 de la Carta Social de las Américas establece que “la salud es patrimonio de los pueblos. Los Estados se comprometen a dispensar a sus ciudadanos atención primaria de salud integral de forma gratuita, permanente, universal, acompañada de la educación para fomentar la promoción de la salud, la prevención de las enfermedades, la rehabilitación necesaria y oportuna y la participación comunitaria en el desarrollo de los programas y servicios destinados al control de los agentes biológicos y sociales que ocasionan riesgos a la salud”;

TENIENDO EN CUENTA la inminente necesidad de apoyar el Plan de Acción Hemisférico sobre Drogas 2011- 2015 y el Informe Analítico sobre “El Problema de las Drogas en las Américas” que tienen como finalidad prevenir, combatir y eliminar el tráfico ilícito de drogas en la región;

CONVENCIDOS de que los planes concretos de reducción de la demanda deben centrarse en procurar un mayor bienestar a los ciudadanos de nuestros países, para que den un enfoque multidisciplinario, integral y basado en la evidencia y en la ciencia se puedan mitigar los efectos del consumo y abuso de las drogas; y
RECONOCIENDO que el consumo de drogas está implicado en una variedad de problemas sociales y de salud, que por ende deben ser abordados desde un enfoque multidisciplinario de derechos humanos y de justicia terapéutica, que permitan comprender  la complejidad del problema mundial de las drogas y las diferentes realidades de los Estados Miembros,
RESUELVE:

1. Alentar a los Estados Miembros a seguir los lineamientos de la Estrategia Hemisférica sobre Drogas, así como el Plan de Acción Hemisférico 2011-2015, para continuar fortaleciendo sus políticas y acciones en la lucha contra el  tráfico ilícito de drogas y para la reducción de la demanda.

2. Invitar a los Estados Miembros a prestar servicios de atención médica integral a través de sus sistemas de salud pública, considerando los siguientes lineamientos:

a) Fortalecimiento de la asistencia médica primaria dirigida a los individuos que encajan en los primeros patrones de consumo; y
b) Ampliar los niveles de atención general y especializada de sus sistemas de salud, con énfasis en el uso nocivo, abuso y dependencia de los consumidores de drogas.

3. Fomentar la creación de programas de capacitación en  prevención y tratamiento de la adicción a las drogas, dirigidas al personal del sistema de salud pública de cada Estado, que permitan reducir eficazmente la demanda de drogas.

4. Recomendar a los Estados miembros implementar dentro de sus territorios un enfoque de justicia terapéutica que permita el desarrollo y gestión de políticas públicas de tratamiento y rehabilitación de las adicciones en los centros penitenciarios.

5. Promover la creación de actividades y programas culturales, como mecanismos que aseguren  el bienestar y un entorno favorable para aquellas personas que se vean afectadas directa e indirectamente por el problema de las drogas, teniendo como objetivo una mejor calidad de vida y la reinserción social.

6. Instar a los Estados miembros, con base al principio de responsabilidad común y compartida, a que movilicen sus recursos financieros, humanos y técnicos para hacer frente a los retos, riesgos y debilidades que presenta el problema mundial de drogas.

7. Solicitar al Secretario General que informe a la Asamblea General en el próximo período de sesiones ordinarias, con base al seguimiento proporcionado por la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas  (CICAD) sobre la implementación de la presente resolución.

II - 2
MECANISMOS INTERNOS PARA EL FORTALECIMIENTO INSTITUCIONAL DE LOS PAISES MIEMBROS, EN CONTRA DEL TRAFICO ILICITO DE DROGAS

Resolución conjunta presentada por las delegaciones de: Antigua y Barbuda, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, y Trinidad y Tobago.

EL MODELO DE LA ASAMBLEA GENERAL, 

VISTAS La “Convención contra el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas” de 1988 de las Naciones Unidas; la “Convención Única sobre Estupefacientes” de 1961, enmendada por el Protocolo de 1972 de las Naciones Unidas; el “Convenio sobre Sustancias Sicotrópicas” de 1971 de las Naciones Unidas; la resolución AG/RES. 2621 (XLI-O/11) “Plan de Acción Hemisférico sobre Drogas 2011-2015”; la resolución  AG/DEC. 73 (XLIII-O/13), “Declaración de Guatemala por una Política Integral frente al problema mundial de las drogas en las Américas”; y la resolución AG/RES. 2809 (XLIII-O/13), “Promoción de la Seguridad Hemisférica: un enfoque multidimensional”;

TOMANDO EN CUENTA el Informe sobre Drogas en las Américas, presentado el 17 de Mayo de 2013, por la Secretaría General de la Organización de Estados Americanos, el cual ratifica que el fortalecimiento institucional de nuestras naciones debe ser continuo y secuencial;

REAFIRMANDO la valiosa discusión que los mandatarios del Hemisferio han realizado sobre el problema mundial de las drogas, y el análisis de los resultados de las actuales políticas implementadas;

RECORDANDO el compromiso adoptado por los países miembros de la Organización de explorar nuevos enfoques para fortalecer la lucha antidrogas garantizando su máxima efectividad;

CONSIDERANDO el informe mundial sobre las drogas 2013 emitido por la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (UNODC), que señala el consumo mantenido de las drogas tradicionales, y un crecimiento alarmante de Nuevas Sustancias Psicoactivas (NSP);

VIENDO CON PREOCUPACIÓN la insuficiente concordancia entre la elaboración de estudios académicos y estadísticos antidrogas, y las políticas públicas aplicadas en nuestros pueblos; y

PLENAMENTE CONVENCIDOS de la efectividad del Plan de Acción Hemisférico sobre Drogas 2011-2015, cuya finalidad es tratar y combatir el tráfico ilícito de drogas en las Américas, garantizando de los Derechos Humanos,

RESUELVE:

1. Exhortar a los Estados miembros a fomentar un mayor vínculo entre los estudios académicos y estadísticos sobre drogas, y las estrategias institucionales implementadas para contrarrestar su tráfico ilícito; y trabajar de manera conjunta con la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (CICAD).

2. Invitar a los Estados del hemisferio a emplear un sistema de comunicación estratégico, como mecanismo de control interno, que garantice la difusión de información confiable y objetiva a la ciudadanía, de manera que se genere una mejor rendición de cuentas y un mayor involucramiento de la población en la lucha contra las drogas.

3. Promover dentro de los esquemas gubernamentales de los países miembros, reuniones de expertos en distintas áreas como las ciencias, la seguridad, la educación, la salud pública y los recursos forestales, para que, de forma periódica, puedan intercambiar información y experiencia, e involucren a las instituciones competentes de manera global e integral.

4. Solicitar que la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (CICAD), en coordinación con las autoridades nacionales competentes, refuerce los Observatorios Nacionales sobre Drogas para la identificación de Nuevas Sustancias Psicoactivas (NSP) dentro de los países miembros, con el fin de llevar un control inmediato de su existencia y que se tomen las medidas específicas correspondientes para evitar su proliferación, como un mecanismo de control interno.

5. Instar a los Estados miembros a desarrollar espacios de diálogo y cooperación con otras regiones que ya han experimentado diversas estrategias antidrogas para tratar el problema de las Nuevas Sustancias Psicoactivas.

II – 3

MECANISMOS EDUCATIVOS PARA LA PREVENCION, CONTRA LA PRODUCCION, TRAFICO Y CONSUMO DE DROGAS EN EL MARCO FAMILIAR

Resolución conjunta presentada por las delegaciones de: Canadá, Chile, El Salvador,  Estados Unidos de América, México, Panamá, San Vicente y las Granadinas, y Suriname.

EL MODELO DE LA ASAMBLEA GENERAL:

TOMANDO EN CUENTA que el artículo 16 de la Carta Democrática reconoce a la educación como mecanismo necesario para la generación y aplicación de políticas de lucha contra la producción, tráfico y consumo de drogas;

REAFIRMANDO el papel fundamental de la familia, como órgano base de la sociedad para el desarrollo y la diversificación de ésta, siendo el principal instrumento socializador de la persona donde se generan los valores y donde se desarrollan por primera vez las capacidades de interacción del individuo;

CONSIDERANDO la necesidad de hacer efectiva la Estrategia Hemisférica de Drogas y su Plan de Acción 2011-2015 como base para la aplicación de mecanismos educativos; 

RECONOCIENDO que la falta de protección a las poblaciones en riesgo influye en su entrada a los distintos sectores del problema de las drogas en las Américas, tales como la producción, consumo y tráfico; y

RECONOCIENDO TAMBIEN que el desarrollo de la tecnología ha demostrado que la comunicación se puede dar a través de maneras más efectivas, indicando que es necesario el uso de medios formales e informales que permitan un acceso a la información de manera más amplia y eficaz,

RESUELVE:

1. Instar a los Países Miembros a seguir mejorando, fortaleciendo y aplicando programas de educación y prevención existentes en la actualidad en contra de la producción, tránsito  y consumo de drogas, tanto a nivel nacional como regional. 

2. Sugerir a los países del Hemisferio que continúen con el compromiso adquirido en el marco de la Estrategia Hemisférica de Drogas y su Plan de Acción 2011-2015, por ser la base mediante la cual los países pueden contribuir al establecimiento de nuevos programas que se adapten a su entorno político, social, económico y ambiental.

3. Exhortar a los Países Miembros para que las políticas y programas de educación sobre la prevención de drogas estén dirigidas a las poblaciones en riesgo, vulnerables y vulneradas, y con limitaciones en el acceso a la educación.

4. Instar a los Países Miembros a crear mecanismos de capacitación a nivel de sociedad civil y de comunidades sobre ámbitos de prevención en alcohol, tabaco y otras drogas.

5. Invitar a los Estados Miembros a promover instrumentos que ayuden a lograr un cambio de conducta favorable en la actitud de las personas frente a la problemática hemisférica de las drogas, haciendo uso de los medios de comunicación de información y de difusión.

6. Motivar a los Países de las Américas a que propicien espacios regionales que promuevan la discusión y el diálogo abierto acerca de las sustancias adictivas, a nivel académico y científico.

II-4

FORTALECIMIENTO DE LA SEGURIDAD Y EL CONTROL EN LAS AMERICAS COMO UN NUEVO ENFOQUE PARA LUCHAR CONTRA EL TRAFICO ILICITO DE DROGAS

Resolución conjunta presentada por las delegaciones de: Belice, Bolivia, Canadá, Colombia, Dominica, El Salvador, Guatemala, Haití, México, San Vicente y las Granadinas, Santa Lucia, y San Kitts y Nevis.

EL MODELO DE LA  ASAMBLEA GENERAL,

VISTAS la Resolución AG/DEC. 73 (XLIII-O/13), declaración de Antigua Guatemala “Por una política integral frente al problema mundial de las drogas en las Américas”; la resolución AG/RES. 2620 (XLI-O/11), “Observaciones y Recomendaciones sobre el informe anual de la Comisión Interamericana Para el Control del Abuso de Drogas (CICAD)”; la resolución AG/RES. 2621 (XLI-O/11), “Plan de Acción Hemisférico sobre Drogas 2011-2015”; la resolución AG/RES. 2622 (XLI-O/11), “Mecanismo de Evaluación Multilateral (MEM) de la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (CICAD)”; “El informe mundial sobre las drogas 2012”, de la Oficina de las Naciones Unidas Contra la Droga y el Delito (ONUDC) “El Problema de las Drogas en las Américas”, de la Secretaria General de la OEA;

CONSIDERANDO la urgente necesidad de todos los países del hemisferio de continuar aplicando medidas que permitan impedir, combatir y erradicar el tráfico ilícito de estupefacientes, procurando obtener la paz y el bienestar de los países;

RECORDANDO el mandato de los Jefes de Estado y de Gobierno, reunidos en Cartagena, Colombia, en la Sexta Cumbre de las Américas, para analizar los resultados de la actual política sobre drogas en las Américas y de explorar nuevos enfoques para fortalecer esta lucha para ser más efectivos; 

CONSIDERANDO CON PREOCUPACIÓN la fuerte relación existente entre el lavado de activos; el tráfico ilícito de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados; el tráfico de personas, y el tráfico ilícito de estupefacientes, que constituyen en su conjunto las principales fuentes de recursos del crimen organizado transnacional;

CONSIDERANDO que los Estados miembros han reconocido el uso particular que mantienen algunos Estados con respecto a la hoja de coca, atendiendo al uso ancestral y cultural obedeciendo a sus propias costumbres;

CONSIDERANDO ADEMAS la importancia de abordar el problema de las sustancias no controladas, desde todos los espacios de diálogo regionales;

CONSCIENTES que las numerosas políticas nacionales e internacionales dirigidas hacia la lucha contra el narcotráfico deben ser integrales y multidisciplinarias;

TENIENDO PRESENTE que el Informe sobre las Drogas en Las Américas, presentado por la Secretaría General de la OEA en el año 2013, menciona que la experiencia histórica es pródiga en ejemplos que muestran que en la medida que existan bienes y servicios demandados por la sociedad que permanecen prohibidos, existirán los incentivos para que prospere la actividad económica destinada a abastecerlos; 

REITERANDO los principios de soberanía, no intervención e igualdad jurídica de los Estados;

RECORDANDO con preocupación que la situación social y los altos niveles de pobreza de nuestros Estados fortalece el aumento de los índices del crimen organizado transnacional, tales como, el cultivo, la producción, distribución, comercialización y consumo de drogas ilícitas, así como los niveles de violencia que dicho negocio desencadena; y

ANOTANDO que el negocio ilícito del narcotráfico está asociado con múltiples formas de criminalidad y violencia que generan altos costos humanos, sociales y económicos en las Américas,

RESUELVE:

1. Fortalecer el trabajo coordinado entre las Comisiones Nacionales de drogas, el Observatorio Interamericano de Seguridad, el Departamento de Seguridad Pública de la OEA, el Colegio Interamericano de Defensa (CID) y la Junta Interamericana de Defensa (JID), la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (CICAD) y su Observatorio Interamericano de Drogas, para promover  mecanismos de control a través de la capacitación, intercambio de experiencias, información y programas implementados entre los agentes de control interno con el fin de encontrar soluciones eficaces para responder a la problemática de la distribución y tránsito ilícito de drogas. 

2. Exhortar a los Estados miembros a identificar y reforzar los controles en las zonas de mayor índice de flujo de drogas ilegales e implementar mecanismos de observación efectivos en espacios aéreos, terrestres y marítimos, a su vez mejorar los registros de medios de transporte de cualquier tipo. 

3. Reafirmar el compromiso de los Estados Miembros en la lucha contra el cultivo excedente de la hoja de coca y el cultivo ilegal de amapola y cannabis. 

4. Construir nuevos caminos hacia la edificación de canales de información entre las diferentes organizaciones regionales del continente Americano. 

5. Consolidar las relaciones con las empresas públicas y privadas que manejan insumos químicos controlados para crear mecanismos que prevengan el desvío de estas sustancias. 

6. Promover la participación e inclusión de la sociedad civil mediante el fortalecimiento de las relaciones entre las autoridades responsables de la lucha contra las drogas en los distintos grupos sociales en la comunidad, así como la consolidación de los mecanismos de comunicación entre sus autoridades y los ciudadanos, y la fortificación de  redes de apoyo social, acorde a las políticas internas de cada Estado. 

II - 5

REDUCCION DE SANCIONES PENALES: UN NUEVO ENFOQUE PARA ENFRENTAR EL TRAFICO ILICITO DE DROGAS

Resolución conjunta presentada por las delegaciones de: Argentina, Brasil, Costa Rica, Ecuador, Guatemala, y Uruguay.

EL MODELO DE LA  ASAMBLEA GENERAL,

VISTA la “Convención de Naciones Unidas Contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas” que manifiesta el interés de “eliminar las causas profundas del problema del uso indebido de estupefacientes y sustancias sicotrópicas, comprendida la demanda ilícita de dichas drogas y sustancias y las enormes ganancias derivadas del tráfico ilícito”; y que “…la erradicación del tráfico ilícito es responsabilidad colectiva de todos los Estados y que, a ese fin, es necesaria una acción coordinada en el marco de la cooperación internacional”;
CONSIDERANDO que el artículo 30 de la Carta de la Organización de los Estados Americanos establece “Los Estados miembros, inspirados en los principios de solidaridad y cooperación interamericanas, se comprometen a aunar esfuerzos para lograr que impere la justicia social internacional en sus relaciones y para que sus pueblos alcancen un desarrollo integral, condiciones indispensables para la paz y la seguridad”; 

TENIENDO EN CUENTA:
Que la Declaración de Antigua Guatemala “Por una Política Integral frente al problema mundial de las drogas en las Américas” insta “…de conformidad con su legislación nacional, a que continúen fortaleciendo sus acciones y políticas, (…), tendientes a reducir el hacinamiento carcelario, con la promoción del mayor acceso a la justicia para todos, respetando la proporcionalidad entre el daño y la pena y el apoyo de alternativas al encarcelamiento, cuando corresponda, particularmente mediante el aumento del acceso a la rehabilitación, el cuidado integral de la salud y los programas de reintegración social…”;


Que la Declaración de San Salvador sobre Seguridad Ciudadana en las Américas recalca “La importancia de fortalecer la capacidad del Estado para fomentar políticas de seguridad, integrales, de largo plazo incluyendo la promoción y protección de los derechos humanos y adecuando, cuando sea necesario, los respectivos marcos jurídicos”; 
NOTANDO CON SATISFACCIÓN el Informe sobre las Drogas en Las Américas, presentado por la Secretaría General de la OEA en el año 2013, que menciona que “…el problema de las drogas se presenta y afecta de manera diferenciada a los distintos países de las Américas. El problema involucra a todos los países y todos tienen responsabilidades, aunque diferenciadas, en la búsqueda de soluciones que reduzcan sustantivamente la adicción a las drogas”; y

CONVENCIDOS que si el problema de las drogas en las Américas es visto desde un enfoque de salud, los consumidores de estupefacientes o sustancias psicotrópicas en dosis personales deben ser vistos como pacientes y no como criminales,
RESUELVE:

1. Recomendar a los Estados miembros abordar la problemática de las drogas de manera integral, reconociendo que las medidas represivas y penales para combatirla no han sido suficientes para resolver las dificultades vinculadas al consumo personal, provocando otros problemas como sobrepoblación de las cárceles que en algunos casos puede ser considerado como vulneración a los derechos individuales de las personas.

2. Instar a los países del hemisferio a revisar en sus marcos normativos las penas o sanciones impuestas a los delitos relacionados con drogas para mitigar los altos niveles de encarcelamiento y los costos que implica. 

3. Motivar a los Estados del hemisferio a llevar a cabo evaluaciones nacionales para que cada  uno sea consciente de los costos sobre el sistema judicial ocasionado por la privación de libertad de  consumidores de drogas estupefacientes o psicotrópicas en dosis personales.

4. Invitar a los Estados, con respeto a sus normativas nacionales, a sustituir sanciones penales contra los consumidores de drogas ilegales en dosis personales por sanciones administrativas, tales como servicio social, o las que cada país considere convenientes.  

5. Encomendar al Observatorio Interamericano sobre Drogas (OID), como organismo especializado de la Comisión Interamericana para el Control y el Abuso de Drogas (CICAD), y a las instituciones nacionales encargadas de la supervisión del tema de las drogas, a colaborar técnicamente para la implementación de la presente resolución, en conjunto con el Banco Interamericano de Desarrollo (BID), debido a su manifiesto interés de buscar alternativas a la solución del problema de las drogas en las Américas. 

6. Solicitar al Secretario General que informe en el próximo periodo de sesiones ordinarias de la Asamblea General, sobre el seguimiento proporcionado por la CICAD, a través de su Observatorio Interamericano sobre Drogas (OID), en relación a la implementación de la presente resolución. 

II -6

COOPERACION INTERNACIONAL ESTRATEGICA CONTRA EL PROBLEMA DE LAS DROGAS

Resolución conjunta presentada por las Delegaciones de: Barbados, Belice, Bolivia, Chile, Colombia, Grenada, Guyana, Honduras, St. Kitts y Nevis, Sta. Lucia y Venezuela

EL MODELO DE LA  ASAMBLEA GENERAL,
VISTAS las resoluciones AG/RES. 2378 (XXXVIII-O/08)  y AG/RES. 2537 (XL-O/10), “Observaciones y Recomendaciones sobre el Informe Anual de la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas”, y la Declaración de Antigua Guatemala “Por una Política Integral frente al Problema Mundial de las Drogas en las Américas”, aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 6 de junio de 2013; 

TENIENDO EN CUENTA la Estrategia Hemisférica sobre Drogas y el Plan de Acción Hemisférico sobre drogas 2011 - 2015, las cuales sirven como base y guía en el desarrollo de nuevas estrategias para enfrentar el problema de las drogas en el hemisferio;

CONSIDERANDO el informe del Secretario General de la OEA sobre “EL Problema de Drogas en las Américas” en seguimiento al mandato encomendado por los Jefes de Estado y de Gobierno, reunidos en la Sexta Cumbre de las Américas;

RECONOCIENDO la importancia del principio de cooperación internacional, y considerando que el mismo es el motor para concretar las distintas acciones que se necesitan para abordar el problema del tráfico y consumo de drogas;

RECONOCIENDO que el problema de las drogas afecta todos los ámbitos sociales, económicos y políticos de todos los países del Hemisferio, requiriendo así la búsqueda de nuevos enfoques que permitan el desarrollo de soluciones creativas y multidisciplinarias que combatan el problema de las drogas;

CONSCIENTES de los altos niveles de violencia asociados al narcotráfico que han llenado de inseguridad a los ciudadanos de las naciones americanas;

PREOCUPADOS de que el impacto de las drogas pueda ser un factor que contribuya al debilitamiento del funcionamiento de las instituciones del estado; y
RECALCANDO la necesidad de la cooperación a través de un enfoque integral de acuerdo a las realidades y situaciones particulares de cada país,
RESUELVE:

1. Recordar a los Estados del Hemisferio que la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (CICAD) es una institución técnica que tiene la condición de cuerpo consultivo y de asesoramiento sobre el uso indebido, la producción y el tráfico ilícito de drogas, así como su contribución a la promoción de la cooperación multilateral entre los países del Hemisferio y el fortalecimiento de las capacidades de los Estados Miembros para abordar el problema de las drogas.

2. Fortalecer el Mecanismo de Evaluación Multilateral (MEM) y el Observatorio Interamericano sobre Drogas (OID) a fin de viabilizar la cooperación entre los Estados del hemisferio, de manera que todos los Estados Miembros tengan acceso a datos actualizados que ayuden a enfrentar el problema de las drogas.

3. Incentivar la creación de alianzas estratégicas según los intereses específicos de cada país dentro del problema de la droga, que contribuyan a fortalecer la paz, la seguridad y el desarrollo integral de los pueblos de América y el Caribe en base a los principios de soberanía y no intervención.

4. Invitar a los Estados Miembros a iniciar un plan piloto de cinco (5) años dirigido a la creación de un foro de cooperación, realizado periódicamente cada año y conformado por expertos en el tema de las drogas de cada país del Hemisferio, con la finalidad de intercambiar experiencias para enfrentar de mejor manera el problema mundial de las drogas. La continuidad del mismo dependerá de un análisis realizado por la CICAD y extendido para una decisión final a la Asamblea General de la OEA.

5. Promover el apoyo económico voluntario de los países miembros de la organización de Estados Americanos (OEA), Estados Observadores, ONGs y sociedad civil a la CICAD, para la efectiva realización de todos los proyectos en pro de la lucha contra el tráfico ilícito de drogas.
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III-1

INVERSION Y FINANCIAMIENTO A TRAVES DE PROGRAMAS PARA EMPRENDEDORES
Resolución conjunta presentada por las delegaciones de: Argentina, Grenada, México, Paraguay, Perú, Santa Lucía, San Vicente y las Granadinas, Trinidad y Tobago, Uruguay, y Venezuela.


EL MODELO DE LA ASAMBLEA GENERAL,

REAFIRMANDO:
La resolución A/RES/67/202 aprobada durante el Sexagésimo séptimo periodo de sesiones el 27 de febrero del 2013 citando el numeral 9 y 10, donde se "reconoce … el valor de enseñar competencias empresariales en todos los niveles de la educación, asegurando la participación plena ... y alienta a impartir la educación empresarial mediante el desarrollo de competencias, la creación de capacidad, programas de capacitación e incubadoras de empresas", y se "reconoce la función de la iniciativa empresarial para permitir que los jóvenes conviertan su creatividad, energía e ideas en oportunidades empresariales ayudándolos a facilitar su entrada en el mercado de trabajo";

TENIENDO EN CUENTA el artículo 6, numerales 1 y 2 del Protocolo adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de derechos económicos, sociales y culturales “Protocolo de San Salvador” los cuales anuncian que “Toda persona tiene derecho al trabajo, el cual incluye la oportunidad de obtener los medios para llevar una vida digna y decorosa a través del desempeño de una actividad lícita libremente escogida o aceptada”, y que “Los Estados partes se comprometen a adoptar las medidas que garanticen plena efectividad al derecho al trabajo, en especial las referidas al logro del pleno empleo, a la orientación vocacional y al desarrollo de proyectos, de capacitaciones técnico-profesional …,” respectivamente;

DESTACANDO la necesidad de que los Estados Miembros fortalezcan las propuestas e iniciativas para la promoción, formación y desarrollo de emprendimiento empresarial, social, sustentable y sostenible mediante la instauración o fortalecimiento de políticas empresariales contribuyendo de este modo al desarrollo social, económico y cultural de los países;

CONSIDERANDO la importancia que reviste el apoyo de los Estados Observadores Permanentes a los países del hemisferio en los temas de educación superior y técnica como función social y fundamental para incentivar y llevar a cabo proyectos de emprendimiento, educación y formación de emprendedores; y
RESCATANDO la necesidad de disminuir los niveles de desempleo en las Américas, e incentivar la inversión en educación y apoyar proyectos de emprendimiento, creación y desarrollo empresarial,

RESUELVE:
1. Fomentar la participación del sector privado en el financiamiento de la educación empresarial y creación de empresa, mediante el otorgamiento de reducciones fiscales.

2. Reforzar los programas ya existentes en el hemisferio que fomentan la educación empresarial técnica y superior para la creación de empresas, contribuyendo así, a la responsabilidad social corporativa en cada Estado Miembro, especialmente en colaboración con los países que cuenten con tecnologías avanzadas y este tipo de programas. 

3. Invitar a los Estados Miembros, a impulsar a las universidades públicas, privadas y entidades de educación técnica, en conjunto con el sector privado, a la creación y financiamiento de ferias emprendedoras con el propósito de crear empresas competitivas, sostenibles y sustentables con el fin de fomentar la participación de los jóvenes y elevar el nivel de competitividad entre ellos. 

4.  Convocar a los Estados Miembros a buscar fuentes de financiamiento por medio de solicitudes de apoyo a organismos como el BID, el cual brinda soporte a proyectos de emprendimiento en las Américas.
III-2

PROGRAMAS ESPECIALES PARA MINORÍAS (GRUPOS VULNERABLES): ESPACIOS MULTICULTURALES PAR EMPRESARIOS JÓVENES
Resolución conjunta presentada por las delegaciones de: Bolivia, Ecuador, Guatemala, Guyana, Jamaica, Nicaragua, Panamá, y Santa Lucía.
 EL MODELO DE LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTAS:
Las resoluciones AG/RES. 2345 (XLII-O/12): “Programa de acción para el decenio de las Américas por los Derechos y la Dignidad de las personas con discapacidad (2006 – 2016) y apoyo a su Secretaría Técnica (SEDISCAP)”; y CIDI/RES. 267 (XVII-O/12): “Programa Interamericano sobre Educación en valores y prácticas”;
La Carta Democrática Interamericana, adoptada unánimemente por todos los Estados Miembros; la Carta Social de las Américas, que indica los compromisos de los Estados del hemisferio, y la Declaración de Mar de Plata adoptada en la IV Cumbre de las Américas;
CONSIDERANDO que la Carta Democrática Interamericana en base al desarrollo integral prescribe en su artículo 30 que “(…) inspirados en los principios de solidaridad y cooperación interamericanas, se comprometen a aunar esfuerzos para lograr que impere la justicia social internacional en sus relaciones y para que sus pueblos alcancen un desarrollo integral, condiciones indispensables para la paz y la seguridad (…)”;
ACOGIENDO CON BENEPLÁCITO los objetivos básicos del desarrollo integral que conducen a la plena participación de los pueblos en las decisiones relativas a su propio desarrollo generando igualdad de oportunidades;

RECONOCIENDO que uno de los principales desafíos durante la planificación de políticas públicas es la creación de una visión integral de la sociedad, en la cual se incluya la existencia de una diversidad de realidades dentro de la juventud  del hemisferio;

TENIENDO EN CUENTA que esta carencia genera el incremento del número de jóvenes en situación de vulnerabilidad al tener menos acceso a oportunidades de emprendimiento; 
RECORDANDO que para el desarrollo sostenible de un Estado es imperante la participación activa de todos los sectores de la sociedad civil, teniendo como eje principal la inclusión de las y los jóvenes en situación de vulnerabilidad; y
REAFIRMANDO el compromiso acordado en el artículo 1 del Capítulo III de la Carta Social de las Américas en la cual se declara que los Estados Miembros tienen la responsabilidad de promover y alcanzar el desarrollo social con igualdad e inclusión social para todos,
RESUELVE: 
1. Incentivar los mecanismos de cooperación entre Estados Miembros, organismos internacionales y entidades privadas de educación superior para atender las necesidades formativas que ostentan los jóvenes pertenecientes a grupos vulnerables para su desarrollo.

2. Incentivar a los Estados Miembros a implementar políticas educativas para que las universidades puedan constituirse en centros de promoción y asesoramiento a las y los jóvenes en situaciones de vulnerabilidad.

3. Promover en todos los Estados Miembros el fortalecimiento de los entornos normativos sobre responsabilidad social empresarial, para la apertura de espacios prácticos de acción.

4. Invitar a los Estados a reforzar los mecanismos de fiscalización del cumplimiento de la normativa laboral con respecto a los grupos vulnerables. 

III-3

FOMENTAR LA ETICA EMPRESARIAL PARA FORMAR JOVENES RESPONSABLES CON SUS COMUNIDADES

Resolución conjunta presentada por las delegaciones de: Barbados, Dominica, Grenada y Saint Kitts and Nevis.

EL MODELO DE LA ASAMBLEA GENERAL,
CONSIDERANDO:
Que en las Américas se crean espacios para la formación de la democracia, conscientes acerca de la importancia de fortalecer la participación ciudadana de los grupos poblacionales más vulnerables, como los jóvenes, y además, teniendo en cuenta que ellos son la población activa más grande en nuestras naciones y generadores de grandes cambios en la región;

Que la cooperación internacional es fundamental en el sistema internacional para la elaboración de un espacio de trabajo solidario, coordinado, digno y respetuoso de los principios básicos de las naciones como la soberanía;

INTERPRETANDO la Carta Social de las Américas, que en su Capítulo IV, Derecho al Trabajo, establece que “Toda persona tiene derecho al trabajo, a ser empleado, protegido ante contingencias y bien remunerado. El Estado velará por la promoción de oportunidades para que los ciudadanos y ciudadanas puedan desarrollar una actividad económica o remunerada digna, decente y productiva en condiciones de libertad, equidad, seguridad, salud e higiene ocupacional y de respeto a la dignidad humana”;

CONSIDERANDO los informes y estudios de la CEPAL, específicamente el titulado “Educación y Mercado del Trabajo en América Latina frente a la Globalización” (Revista CEPAL - # 177), donde se tiene en cuenta la relación que existe entre la educación, calidad y acceso al mercado y al sector laboral en las Américas;

VISTO que el estudio “La formación para el trabajo y los jóvenes en América Latina” de la CEPAL complementa la visión sobre el trabajo en el continente  y la extiende  al acceso que los jóvenes tienen al mismo;

CONSIENTES de lo expresado en el informe “Informalidad, inseguridad y cohesión social en América Latina” de la CEPAL, que brinda herramientas analíticas y técnicas sobre las condiciones del trabajo en las Américas;

RESALTANDO los informes sobre “Trabajo Decente y Juventud en América Latina”, y “Tendencias Mundiales del Empleo de 2011” de la Organización Internacional del Trabajo, que complementan con bases normativas lo que concierne a los derechos y condiciones necesarias para el buen desempeño del ambiente laboral; y
RECORDANDO  el principio de la Declaración del Milenio que establece “Responsabilidad común. La responsabilidad de la gestión del desarrollo económico y social en el mundo, lo mismo que en lo que hace a las amenazas que pesan sobre la paz y la seguridad internacionales, debe ser compartida por las naciones del mundo y ejercerse multilateralmente. Por ser la organización más universal y más representativa de todo el mundo, las Naciones Unidas deben desempeñar un papel central a ese respecto”,
RESUELVE:
1. Instar en la Organización a ampliar el alcance de la implementación de la ética empresarial, mediante la asesoría de las instituciones académicas en las empresas públicas y privadas del hemisferio; por medio de las comisiones de la OEA y respaldadas por organizaciones de carácter internacional como la OIT y ONGs especializadas en el tema. Esto, entendiendo a ética empresarial como el conjunto de valores, normas y principios plasmados en la cultura de la empresa en particular y en la comunidad en general, con el fin de fomentar una mayor sintonía con la sociedad, permitiendo una mejor adaptación a todos los sectores en el marco del respeto de  los derechos y valores reconocidos por cada sociedad. 

2. Recomendar a las naciones de las Américas utilizar la asesoría, de las universidades y grupos jóvenes emprendedores, con el acompañamiento de la OEA, en el reglamento de las empresas privadas, estatales y mixtas; con el fin de establecer la constitución integral de un criterio de habilitación, otorgado por el cumplimiento de las normatividades establecidas por parte de organizaciones como la Organización Internacional del Trabajo, CEPAL, entre otras con criterio en el tema; toda vez que estén acogidas y reconocidas por los Estados previamente.

3. Invitar a las instituciones educativas de las Américas, a la revisión o refuerzo de sus modelos de enseñanza sobre ética empresarial, con el fin de impulsar tanto a jóvenes emprendedores así como a pequeños, medianos y grandes empresarios a tomar conciencia sobre el sentido de pertenencia a sus comunidades y la responsabilidad social que ello implica.

4. Promover entre los Estados Miembros de la OEA un proyecto piloto de sostenibilidad  de la ética empresarial formulada en esta resolución, para hacer un seguimiento que permita evaluar y generar recomendaciones para su efectiva aplicación en todos los países de la región.

III-4

COOPERACION ENTRE EL SECTOR PUBLICO-PRIVADO PARA EL FORTALECIMIENTO DEL EMPRENDIMIENTO JUVENIL EN LAS AMERICAS

Resolución presentada por las delegaciones de: Bahamas, Belize, Brasil, Canadá, Chile, Colombia, Costa Rica,  Estados Unidos, Haití, Honduras, y Panamá.
EL MODELO DE LA ASAMBLEA GENERAL,





REAFIRMANDO lo establecido en la Declaración Universal de los Derechos Humanos y en particular el párrafo 1 de su artículo 26, en donde se declara que “toda persona tiene derecho a la educación” y que “el acceso a los estudios superiores será igual para todos, en función de los méritos respectivos”, y haciendo suyos los principios básicos de la Convención relativa a la Lucha contra las Discriminaciones en la Esfera de la Enseñanza (1960), en virtud de cuyo artículo 4 se establece que “los Estados partes se comprometen a hacer accesibles a todos, en condiciones de igualdad total y según la capacidad de cada uno, la enseñanza superior”;


RECORDANDO que la Declaración del Milenio de la Organización de Naciones Unidas, plantea ocho objetivos del desarrollo, entre los que consta: erradicar la pobreza extrema y el hambre y el fomentar una asociación mundial para el desarrollo;


VISTA la Carta de la Organización de los Estados Americanos en su artículo 31 que reza: “La cooperación interamericana para el desarrollo integral es responsabilidad común y solidaria de los Estados miembros en el marco de los principios democráticos y de las instituciones del sistema interamericano. Ella debe comprender los campos económico, social, educacional, cultural, científico y tecnológico, apoyar el logro de los objetivos nacionales de los Estados miembros y respetar las prioridades que se fije cada país en sus planes de desarrollo, sin ataduras ni condiciones de carácter político”;


RESALTANDO que en la Carta Democrática Interamericana se establece mediante el Art. 16 que “es esencial que una educación de calidad esté al alcance de todos, (…)”; 

HABIENDO CONSIDERADO la Declaración de Santa Cruz +10 en Bolivia, 2006, en la que consta “el compromiso de fortalecer la cooperación a nivel regional y subregional en materia de desarrollo sostenible, especialmente en lo que se refiere a la educación y creación de conciencia sobre la capacitación y mejoramiento de los recursos humanos, y la creación y fortalecimiento de redes y otros mecanismos de cooperación”;

ACOGIENDO CON BENEPLACITO las conclusiones y recomendaciones emanadas de la conferencia “Juventud en Acción para la Democracia y el Emprendimiento 2012”, que tuvo lugar en la sede de la Organización en Washington, DC, y donde se reconoce la importancia de la formación empresarial y el fomento de la capacidad emprendedora en todos los niveles de la educación, incluyendo el desarrollo de competencias desde la temprana edad para crear y manejar negocios en un mundo global; y donde se afirmó de igual forma “que el sector privado, las organizaciones de la sociedad civil, las comunidades locales y las instituciones académicas, desempeñan un papel importante y pueden beneficiarse de los esfuerzos que realizan los estado miembros para promover y alentar el emprendimiento juvenil sostenible. (…) el compromiso de prestar especial atención a los aspectos del bienestar educativo, económico y social de la juventud necesarios para su plena integración y participación en la sociedad”; 
 
ENFATIZANDO la importancia fundamental que reviste la educación superior y técnica para el desarrollo sociocultural, económico y para la construcción del futuro de un Estado, logrando percibir la necesidad de despertar e infundir entre la población educativa juvenil el carácter emprendedor a través de mecanismos de capacitación y formación. 

RESUELVE:

1. Promover entre los Estados Miembros en conjunto con la Secretaría General  de la Organización de Estados Americanos el fomento y el fortalecimiento de unidades de emprendimiento en las entidades de educación superior y técnica, a través de:

a) El trabajo coordinado entre las autoridades competentes en materia de educación de cada Estado (departamentos, ministerios, consejos y secretarias), asociaciones empresariales y la sociedad civil; y 

b) La invitación a los Estados Miembros a crear un programa de transferencia tecnológica donde  profesionales idóneos del sector privado participen en el fomento del emprendimiento entre los jóvenes de la región.

2. Instar a los Estados Miembros a:

a) Facilitar medios que permitan al sector privado su inclusión en la promoción de organizaciones existentes y por crearse, diseñadas para fomentar el emprendimiento juvenil; confiriendo un marco jurídico que propicie su cooperación de acuerdo a las necesidades y realidades de cada Estado.

b) Trabajar con miras a la eliminación de las barreras administrativas y burocráticas, con el objetivo de facilitar un ambiente propicio para la dinamización y creación de nuevas empresas.

3. Llamar a:
a) La Organización Internacional del Trabajo (OIT), al Banco Mundial (BM), al Banco Interamericano de Desarrollo (BID), Banco Centroamericano de Integración Económica (BCIE), Centro Latinoamericano sobre Juventud (CELAJU), Comunidad Andina de Fomento (CAF) y demás entidades interesadas a cooperar y fortalecer a partir de proyectos de emprendimiento juvenil del hemisferio, en conjunto con el sector privado, con el objeto de que provean financiamiento según su capacidad y disposición de aporte, en aras de que los Estados puedan alcanzar progresivamente los objetivos trazados por este proyecto resolutivo.

b) Consejo Interamericano de Desarrollo Integral (CIDI), a la Organización Internacional del Trabajo (OIT), al Banco Interamericano de Desarrollo (BID) y al Young Americas Business Trust (YABT) a brindar la asesoría técnica, de acuerdo a los proyectos y experiencias relacionadas con programas de emprendimiento juvenil y con la articulación armónica y eficiente del apoyo multidimensional del sector privado de los pueblos de las Américas.

4. Invitar al sector público y privado, las instituciones académicas, organizaciones no gubernamentales y medios de comunicación a  promover y apoyar  programas que incentivan el emprendimiento.  

5.  Recomendar a los Estados a otorgar incentivos tributarios a las empresas que colaboren con la promoción, ayuda o formación de los proyectos propuestos y mencionados en esta resolución.

6.  Encomendar a la Comisión Interamericana de Educación (CIE) que presente un informe anual ante la Asamblea General de la Organización de Estados Americanos, donde se detallen los avances y logros de la presente resolución.

III-5

INTERCAMBIO DE MEJORES PRACTICAS EN EMPRENDIMIENTO SUSTENTABLE

Resolución conjunta presentada por las delegaciones de: Antigua y Barbuda, Belice, Brasil, Canadá, Colombia, El Salvador, Estados Unidos, Jamaica, y Suriname.

EL MODELO DE LA ASAMBLEA GENERAL,
VISTOS:
Los artículos 31 y 94 de la Carta de la Organización de los Estados Americanos, que establecen que “La cooperación interamericana para el desarrollo integral es responsabilidad común y solidaria de los Estados Miembros en el marco de los principios democráticos y de las instituciones del sistema interamericano”, y que “El Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral tiene como finalidad promover la cooperación entre los Estados Americanos con el propósito de lograr su desarrollo integral, y en particular para contribuir a la eliminación de la pobreza crítica”, respectivamente;

El artículo 27 de la Carta Democrática Interamericana que establece que “Se prestará atención especial al desarrollo de programas y actividades para la educación de la niñez y la juventud como forma de asegurar la permanencia de los valores democráticos, incluidas la libertad y la justicia social” y;

El artِículo 12 de la Carta Social de las Américas que sostiene que “El desarrollo científico y tecnológico contribuye a reducir la pobreza, mejorar la calidad de vida y alcanzar el desarrollo integral. Por ello, resulta necesario aumentar las inversiones en educación, infraestructura científica e investigación aplicada así como adoptar medidas para la promoción y desarrollo efectivo del talento científico y garantizar que el aumento de la productividad y otras ventajas resultantes de la aplicación de las innovaciones beneficien a todos”;


ACOGIENDO CON BENEPLÁCITO los mandatos derivados de la Sexta Cumbre de las Américas, Cartagena 2012, según los cuales los Estados asistentes asumieron el compromiso de “Combatir la pobreza extrema, el hambre, la desigualdad, inequidad y la exclusión social a través de políticas públicas que promueva el trabajo decente, digno y productivo (…) para alcanzar en las Américas un desarrollo sostenible con justicia social”;

TENIENDO PRESENTE la Declaración de Medellín “Juventud y valores democráticos”, realizada durante el Trigésimo Octavo Periodo Ordinario de Sesiones de la Asamblea General de la OEA, el 3 de Junio de 2008, donde se asume el compromiso de promover políticas públicas, programas y proyectos que mejoren la empleabilidad, incrementen la igualdad de oportunidades, la capacidad emprendedora y la creación de empleos para los y las jóvenes del hemisferio;

CONSIDERANDO la conferencia ‘’Juventud en Acción para la Democracia y el Emprendimiento’’, realizada en el año 2012 y que tuvo lugar en la sede de la Organización en Washington, donde se reconoce la importancia de la formación empresarial y el fomento de la capacidad emprendedora en todos los niveles de la educación, incluyendo el desarrollo de competencias desde la temprana edad, para crear y manejar negocios en un mundo global; y
RECORDANDO el compromiso asumido por los Estados Miembros de sembrar en la juventud del hemisferio los valores y prácticas para la vida en democracia, incluyen el trabajo, justicia social, el progreso y respeto a los derechos humanos en su carácter universal e indivisible,
RESUELVE:

1. Instar a los Estados Miembros a difundir las experiencias exitosas en materia de emprendimiento juvenil, con el fin de fomentar una cultura emprendedora, a través del trabajo conjunto del sector privado y las entidades académicas, sustentando proyectos innovadores y brindando asistencia técnica, lo cual proporcionará a los jóvenes información acerca de las herramientas, plan de trabajo, estrategias y técnicas factibles que permitan un desarrollo idóneo del hemisferio.

2. Recomendar a los Estados Miembros la implementación y refuerzo de Programas de Educación Cooperativa, basados en el intercambio de información entre los estudiantes, los cuales estén dirigidos tanto a lograr su propio aprendizaje como a potenciar los logros de los demás; esto como un posible medio de apoyo a los jóvenes emprendedores en el proceso de creación y desarrollo de sus proyectos, guardando los principios de soberanía y autodeterminación de los pueblos.

3. Invitar a los Estados Miembros a consolidar un sistema óptimo de empleo juvenil con base en el intercambio de mejores prácticas, para así generar la prosperidad y el desarrollo de las Américas.

4. Encomendar al Consejo Interamericano de Desarrollo Integral (CIDI) a desarrollar, en el marco de la VII Cumbre de las Américas, un debate de alto nivel para la elaboración de un documento oficial en materia de Educación para el Emprendimiento, así como comprometerse también a la emisión de un Informe en el que se indiquen las medidas implementadas a nivel nacional a partir de las propuestas presentadas.

5. Recomendar un diálogo con el Banco Interamericano de Desarrollo (BID), a través de su Programa de Desarrollo y Alcance Juvenil (BID Juventud), así como con la Organización Internacional del Trabajo (OIT), visto su interés en la inserción de los jóvenes de las Américas en el campo laboral, para solicitar asistencia en las iniciativas expuestas.
6. Solicitar a la Organización de Estados Americanos que considere la importancia de fomentar el diálogo en materia de cultura emprendedora entre los Estados Miembros. 

III-6

LA INSERCION DE LA CULTURA EMPRENDEDORA EN EL PLAN 
DE ESTUDIO DE LA REGION 
Resolución conjunta presentada por las delegaciones de: Antigua y Barbuda, Argentina, Chile, Honduras, México, Nicaragua, Saint Kitt y Nevis, Trinidad y Tobago, Uruguay, y Venezuela
EL MODELO DE LA ASAMBLEA GENERAL,
VISTOS CIDI/RES. 218 (XIV-O/09), “Extensión de la vigencia del Plan Estratégico de Cooperación Solidaria para el Desarrollo Integral 2006-2009”; la Resolución aprobada por la Asamblea General de la ONU sobre la “INICIATIVA EMPRESARIAL PARA EL DESARROLLO”; AG/RES. 2476 (XXXIX-O/09), “REUNIÓN ESPECIALIZADA DEL CIDI DE ALTAS AUTORIDADES DE COOPERACIÓN”; AG/RES. 2483 (XXXIX-O/09), “PROMOCIÓN DE LA RESPONSABILIDAD SOCIAL DE LAS EMPRESAS EN EL HEMISFERIO 2009”; AG/RES. 2495 (XXXIV-O/09), “Celebrando 50 años otorgando becas, reafirmando el apoyo al programa de becas de la OEA y la cooperación institucional en educación superior”; y el Plan de Acción, Quebec, Canadá, de abril 2001, que prevé aumentar “el acceso de los jóvenes a las oportunidades empresariales, de productividad y de empleo sostenible”.

TENIENDO PRESENTE:

La importancia de la educación superior y el emprendimiento juvenil, hoy en día claves para el desarrollo de recursos humanos y para la transformación social y económica en la que los países del hemisferio se deben embarcar; y

La necesidad de intensificar y organizar adecuadamente las relaciones con el sector privado para establecer estrategias adaptadas a las características de las universidades en materia de emprendimiento juvenil que velen por el seguimiento de estas políticas;

REITERANDO:
El Documento final de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Desarrollo Sostenible, titulado “El Futuro que queremos”, y reconociendo el potencial que tiene la iniciativa empresarial para contribuir a alcanzar objetivos concretos de desarrollo sostenible;


Que para lograr el desarrollo de una iniciativa empresarial, crear empleo e impulsar el crecimiento económico y la innovación, así como, mejorar las condiciones sociales, se destaca la importancia de prestar la debida consideración a promover la iniciativa empresarial en el contexto del examen de la agenda para el desarrollo después del 2015;

RECALCANDO la importancia de que los Gobiernos adopten un enfoque coordinado e inclusivo para promover las iniciativas empresariales con la participación de todas las partes interesadas como son la sociedad civil, las universidades y el sector privado en conjunto para lograr un efectivo resultado.

RECORDANDO:

Que las alianzas con el sector privado desempeñan un importante papel para promover el emprendimiento juvenil, generar empleo y confianza en los nuevos jóvenes emprendedores de cada país del hemisferio;

Que el pensamiento emprendedor permite que los jóvenes conviertan su creatividad, energía e ideas en oportunidades empresariales ayudándolos a facilitar su entrada en el mercado de trabajo; y
TENIENDO EN CUENTA que los Objetivos de Desarrollo del Milenio de las Naciones Unidas tienen como propósito asegurar que en 2015 la infancia de cualquier parte, niños y niñas por igual, sean capaces de completar un ciclo completo de enseñanza primaria,
RESUELVE:
1. Solicitar a los Estados Miembros considerar, dentro de la revisión de los Objetivos de Milenio, el acceso universal a la educación superior y técnica con el fin de lograr una equidad en lo que refiere a educación y de esta manera aspirar al emprendimiento juvenil.

2. Incorporar las siguientes disposiciones como funciones de la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral en la iniciativa de Desarrollo Profesional, a fin de que se coordine con los órganos competentes de cada país, posiblemente el Ministerio de Educación en materia del emprendimiento juvenil:

a) Agregar nuevos planes de estudios en las entidades de educación superior e instituciones de educación técnica tanto privada como pública, a incluir asignaturas sobre los distintos tipos de emprendimiento, tal como son el emprendimiento empresarial y social; e
b) Incentivar al sector privado a brindar a los expertos necesarios en el tema, para consolidar la estructura de dichas materias, de manera que se cree un espíritu emprendedor en los jóvenes del hemisferio.
3. Promocionar los convenios interuniversitario a nivel regional para favorecer el libre intercambio y la libre circulación de los emprendedores en las Américas.
4. Favorecer una asociación entre las empresas privadas y las universidades públicas para la creación de incubadoras de empresas que abarquen centros de formaciones, pasantías y laboratorios de ideas abiertos y accesibles a todos de acuerdo a la realidad actual de cada Estado-Nación.
5. Recomendar al Young Americas Business Trust (YABT) la creación de un sello distintivo para aquellas entidades de educación superior y técnica que incluyan en su plan de estudio una cultura emprendedora, siendo éste un incentivo para que más universidades inserten el emprendimiento social.

6. Promover la publicidad entre las diferentes instituciones educativas a través de la tecnología de la información y las comunicaciones para dar a conocer los diferentes programas que se vienen desarrollando para incentivar la cultura emprendedora.
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IV-1

Programa participativo para la obtenciOn y oPtimizaciOn de los recursos de la OEA


Resolución conjunta presentada por las delegaciones de: Brasil, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Saint Kitts y Nevis y Suriname.

EL MODELO DE LA ASAMBLEA GENERAL, 


VISTOS el artículo 3 de la Carta de la OEA, que considera la cooperación  económica como un principio de las naciones del Hemisferio, la cual es “esencial para el bienestar y la prosperidad comunes de los pueblos del Continente”; y los Artículos 30 y 44 de la Carta de la OEA, que establece “el compromiso adquirido por los Estados Miembros en busca de incorporar esfuerzos para lograr el desarrollo integral de los Estados mediante la cooperación técnica y financiera”;

CONSIDERANDO los compromisos asumidos en la Cumbre de Río (1992), donde en el Plan de Acción, se propone una movilización de recursos financieros y también se establece que esos recursos deben complementarse con mecanismos de financiamiento innovadores, y se destaca la importancia de los Organismos e Instituciones Financieras Internacionales para respaldar los esfuerzos del Hemisferio;

CONTEMPLANDO el artículo 6 de la Carta Democrática Interamericana, donde resalta que “La participación de la ciudadanía en las decisiones relativas a su propio desarrollo es un derecho y una responsabilidad. Es también una condición necesaria para el pleno y efectivo ejercicio de la democracia. Promover y fomentar diversas formas de participación fortalece la democracia”;

TENIENDO EN CUENTA la resolución AG/RES. 2736 (XLII-O/12), la cual establece que la participación de la sociedad civil y otros actores sociales en las actividades de la Organización de los Estados Americanos, son esenciales para el desarrollo y el fortalecimiento de las naciones;


TENIENDO en cuenta la Resolución AG/RES.2702(XLII-O/12) que establece la “Utilización de las Telecomunicaciones/Tecnología de la información y la comunicación para crear una sociedad de la formación integradora”, y cuya misión es facilitar y promover el desarrollo integral y sostenible de las telecomunicaciones de las Américas, basados en los principios de solidaridad, reciprocidad, equidad, transparencia y optimización de los recursos, teniendo en cuenta el  medio ambiente y el desarrollo sostenible para el beneficio de cada país de la región;

RECONOCIENDO la necesidad de crear mecanismos eficaces de participación y de compromiso de los gobiernos, sector privado y sociedad civil, para formar una ciudadanía activa y movilizada;


NOTANDO CON GRAN PREOCUPACIÓN que cada día la carga laboral de la Organización aumenta, y que ante las limitaciones presupuestarias, se dificulta la contratación de más personal ocasionando un retraso en el cumplimiento de las diferentes tareas que desarrolla la Organización; y

CONSCIENTES de que la Organización busca mecanismos de captación y obtención de fondos innovadores, y que la educación y la cultura son pilares fundamentales para el crecimiento y desarrollo de todos los países del Hemisferio,
RESUELVE:

1. Invitar a todos los actores involucrados con la Organización de los Estados Americanos, incluyendo a la sociedad civil, el sector privado, las Organizaciones No Gubernamentales y los Observadores Permanentes, a reafirmar el compromiso de cooperación con la Organización.

2. Recomendar que la SG/OEA amplíe su capacidad de personal a través de pasantes, quienes por medio de una plataforma virtual, puedan prestar sus servicios a la Organización de forma no presencial; utilizando el mecanismo utilizado para la selección de los pasantes. Dichos pasantes deberán aprobar satisfactoriamente los filtros requeridos por la Organización y estarán a disposición de la OEA para prestar sus servicios en los diferentes requerimientos.

3. Generar un mecanismo de incentivo con la sociedad civil, representada por las Organizaciones No Gubernamentales, a través del principio de correspondencia, en aras de establecer un sentido de pertenencia de todos los sectores involucrados. Una vez en funcionamiento, el Programa podrá auto-sustentarse con las actividades de captación de ingresos que realice y/o apoye.

4. Acordar entre los Países Miembros de la OEA la oferta de servicios que promoverá la Organización en materia de educación y de cultura que, junto con el desarrollo de capital humano, permitirá la captación de nuevos recursos:

a) Coordinar con las casas de estudios superiores pertenecientes al Consorcio de Universidades de la OEA, retribuciones de acuerdo al estándar de vida de cada país, a fin de realizar actividades en pro de impartir educación a través de cursos, seminarios, capacitaciones exclusivas, utilizando el Portal Educativo de las Américas y, la realización de MOEAs Universitarios nacionales en cada Estado, como antesala a la participación del Modelo hemisférico; y
b) Encomendar a las Misiones Permanentes de la OEA la identificación de personalidades artísticas solidarias y productores culturales, que participen  de preferencia en encuentros culturales multitudinarios en cada uno de los países, a fin de captar fondos, los cuales serán reinvertidos en los programas y proyectos de la OEA en cada Estado.

5. Invitar al Banco Interamericano de Desarrollo (BID) a través del Fondo Multilateral de Inversiones (FOMIN), Banco Mundial, Comunidad Andina de Fomento (CAF), Fondo Monetario Internacional (FMI) y Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), considerando su interés en el desarrollo de proyectos de planificación y estructuración de participación económica ciudadana, a colaborar financieramente para el desarrollo del “Programa Participativo para la obtención y optimización de los recursos de la OEA”.

6. Encomendar la contraloría y fiscalización del “Programa participativo para la obtención y optimización de los recursos de la OEA”, al Departamento de Servicios de Gestión Financiera y Administrativa de la Secretaria de Administración y Finanzas, dejando a su criterio cuál de sus dependencias es ideal para llevarla a cabo, ya que ésta es la encargada de evaluar, planificar y hacer seguimiento de los programas operativos.

a) Solicitar al Secretario General, que en el próximo período de sesiones ordinarias presente un informe que contemple los resultados de la aplicación del mismo, con la finalidad de exponer a los Estados Miembros y Observadores Permanentes de forma transparente, la evolución  y los logros  obtenidos.

IV-2

CREACION DE UN MECANISMO DE FINANCIAMIENTO SOLIDARIO, EQUITATIVO Y SOSTENIBLE PARA EL DESARROLLO DE LAS AMERICAS


Resolución conjunta presentada por las delegaciones de: Antigua y Barbuda, Argentina, Belice, Bolivia, Canadá, Chile, Estados Unidos, Honduras, Jamaica, México, Santa Lucia, San Vicente y Las Granadinas, Trinidad y Tobago, Uruguay, y Venezuela.

EL MODELO DE LA ASAMBLEA GENERAL,


VISTOS el “Informe Trimestral sobre gestión de recursos de la OEA” (CP/CAAP – 3214/13); y la resolución sobre la “Distribución de mandatos emanados del Cuadragésimo Tercer Periodo Ordinario de Sesiones de la Asamblea General y mandatos continuados de años anteriores” (CP/doc. 4924/13 rev. 1);


ENFATIZANDO que el artículo 1 de la Carta Democrática Interamericana establece que “Los pueblos de América tienen derecho a la democracia y sus gobiernos la obligación de promoverla y defenderla. La democracia es esencial para el desarrollo social, político y económico de los pueblos de la Américas”; y que el artículo 11 que señala que “la democracia y el desarrollo económico y social son interdependientes y se refuerzan mutuamente”;


PROFUNDAMENTE CONSCIENTES de la disminución sostenida tanto en términos reales como nominales; y que por consiguiente, es necesario enfocar y aprovechar eficientemente de los ingresos que percibe la Organización a través de las cuota de los Miembros, siendo necesario aprovechar eficientemente los recursos escasos; y

GUIADOS por el interés de fortalecer la Organización; así como reafirmar el compromiso de adoptar medidas de eficiencia y transparencia, que permitan un mayor acercamiento a las necesidades de la población, los Estados Miembros se dan cuenta de la importancia de diversificar las fuentes de ingresos de la Organización,
RESUELVE:

1. Pedir a la Secretaría General efectuar una evaluación integral y por resultado de cada uno de los programas de la Organización, a fin de complementar la iniciativa de eficiencia en el gasto de recursos.

2. Recomendar que la asignación de recursos financieros sea realizada sobre la base de políticas de resultados alcanzados para la Organización, en consonancia con los cuatro pilares de la Organización.  

3. Instar a la Organización de los Estados Americanos la creación de alianzas con empresas de transporte, que realicen rutas internacionales dentro y hacia el territorio de los Estados Miembros de la OEA, a efectos de negociar el cobro de un monto mínimo que sea añadido al precio final del servicio adquirido por el consumidor, monto que será destinado a la realización de proyectos que la Organización considere prioritarios.

4. Reconocer que las empresas privadas y los ciudadanos de las Américas, como beneficiarios de las condiciones de democracia, paz, seguridad, desarrollo integral y respeto por los derechos humanos además de contribuir con los Estados Miembros deben contribuir con el sostenimiento de la Organización.
5. Invitar a los países con superávit económico que puedan contribuir con recursos financieros y tecnológicos a formar parte de los Estados Observadores y/o contribuir para la implementación de nuevos proyectos de la OEA.

IV-3

FORTALECIMIENTO DEL PRESUPUESTO DE LA ORGANIZACION DE LOS ESTADOS AMERICANOS  A TRAVES DE LA RESPONSABILIDAD SOCIAL EMPRESARIAL CERTIFICADA


Resolución conjunta presentada por las delegaciones de: Argentina, Barbados, Canadá, Chile, Dominica, Estados Unidos, Granada, Honduras, Jamaica, México, Perú, Suriname, y Uruguay.

 
EL MODELO DE LA ASAMBLEA GENERAL,
TENIENDO PRESENTE que la Organización de los Estados Americanos se encuentra bajo una crisis económica y que nace la necesidad de la búsqueda de implementación de modelos de financiamiento a través de la colaboración de entidades privadas a fin de ayudar en estos tiempos de dificultad y de inestabilidad económico-financiera;

RECORDANDO que la Carta de la Organización de los Estados Americanos establece que el desarrollo integral es responsabilidad común y solidaria de los Estados miembros que comprende campos económicos, sociales, educacionales, culturales, científicos y tecnológicos, dados en virtud a una cooperación interamericana continua, mutua y basada en principios de solidaridad, de acuerdo con sus recursos, posibilidades, y de conformidad a sus leyes, en atención a los cuatro pilares básicos de la institución;

CONSIDERANDO el Informe trimestral sobre la administración de recursos de la OEA del 31 de diciembre del 2012;

TOMANDO EN CUENTA que el artículo 11 de la Carta Democrática Interamericana establece que la democracia y el desarrollo económico y social son interdependientes y se refuerzan mutuamente;

TENIENDO PRESENTE la resolución AG/RES. 2753 (XLII-0/12) sobre responsabilidad social, en la cual se propone motivar a las empresas para que a través de capacitación y asesoría puedan tener una mayor participación en la responsabilidad social; y
RECONOCIENDO que las empresas cumplen una labor fundamental en la creación de prosperidad, mantenimiento del comercio y las inversiones en los estados del Hemisferio a través contribuciones al Desarrollo Sostenible logrando incrementar el acceso a oportunidades y la reducción de la inequidad en las comunidades en las cuales operan,
RESUELVE:

1. Encomendar a la Secretaría General la creación de la certificación denominada  “Empresas unidas por las Américas”, que consistirá en otorgar un reconocimiento a las empresas donantes por su colaboración con la Organización. El proceso de certificación será responsabilidad de la Secretaría de Relaciones Externas de la OEA.

2. Instar a los Estados miembros a que promuevan que las empresas de su país implementen, como parte de su responsabilidad social empresarial, el financiamiento económico o contribución en especie para los proyectos de la Organización. A cambio recibirán la certificación denominada  “Empresas unidas por las Américas” que le generará reconocimiento, credibilidad e imagen de empresa socialmente comprometida con el desarrollo de los pueblos americanos.

3. Instar a que los Estados Miembros, de acuerdo con su política interior, adopten medidas para promover, mediante canales idóneos, la iniciativa “Empresas unidas por las Américas”.

4. La Secretaría General será la encargada de  la distribución de las contribuciones en atención a las necesidades y realidades de la organización, para lograr una administración eficiente de los aportes.

5. Incentivar dicha Certificación dentro de cada uno de los países del Hemisferio, con el fin de que poco a poco se consolide el proceso de certificación y se solidifique.

IV-4

NUEVAS FORMAS DE CAPTACION DE INGRESOS PARA LA ORGANIZACION DE ESTADOS AMERICANOS


 Resolución conjunta presentada por las delegaciones de: Antigua y Barbuda, Bahamas, Belice, Bolivia, Brasil, Costa Rica, Guyana, Haití, Panamá, Saint Kitts y Nevis, San Vicente y las Granadinas, Santa Lucia, Trinidad y Tobago, y Venezuela.

 EL MODELO DE LA ASAMBLEA GENERAL,
          VISTAS las Resoluciones AG/RES. 2586 (XL-O/10) “Red Interamericana de Competitividad”, AG/RES. 2613 (XL-O/10) “Financiamiento del Programa-Presupuesto de la Organización 2013”, AG/RES. 1 (XLII-E/11) “programa-presupuesto del fondo regular de la organización para 2012 y contribuciones para el FEMCIDI”, AG/RES 2514 (XXXIX-O/09) y AG/RES 2418 (XXXVIII-O/08) sobre acceso a la información pública y fortalecimiento de la democracia;
          RECORDANDO que el artículo 3, inciso k), de la Carta de la Organización de los Estados Americanos establece que  “La cooperación económica es esencial para el bienestar y la prosperidad comunes de los pueblos del  Continente”;

          REARFIMANDO lo establecido en el artículo 4 de la Carta Democrática Interamericana que establece como elementos esenciales de la democracia “la transparencia en las actividades gubernamentales, la probidad, la responsabilidad de los gobiernos en la gestión pública, el respeto de los derechos sociales y la libertad de expresión y de prensa”, los cuales promueven el involucramiento de actores nacionales e internacionales en el financiamiento de la Organización; 

          RECONOCIENDO la necesidad de incrementar las contribuciones voluntarias a fondos específicos de la Organización, por parte de las Instituciones Financieras Internacionales (IFIs) y países observadores, con el propósito de reducir la pobreza y propiciar el desarrollo sostenible en los países del hemisferio;

TENIENDO PRESENTE las contribuciones que las instituciones internacionales e interamericanas realizan para complementar los esfuerzos de los Estados Miembros para mejorar su competitividad;

        EN VIRTUD del artículo 44 de la Carta de la Organización de Estados Americanos, los Estados Miembros convienen en que la cooperación técnica y financiera, tendiente a fomentar los procesos de integración económica regional, asignando especial atención a los países de menor desarrollo relativo, de manera que constituya un factor decisivo que los habilite a promover, con sus propios esfuerzos, el mejor desarrollo de sus programas de infraestructura, nuevas líneas de producción y la diversificación de sus exportaciones;

          TENIENDO EN CUENTA que conforme al Plan Estratégico sobre “la promoción de la diversificación e integración económica, apertura comercial y acceso a mercados puede llevar, mediante el incremento de oportunidades de comercio e inversión, a un mayor desarrollo económico, creación de empleo y reducción de la pobreza en los Estados Miembros”;

          GUIADOS POR el artículo 4 del Estatuto del FEMCIDI que expresa que “Los Estados Observadores Permanentes ante la Organización y otros Estados miembros de las Naciones Unidas, así como personas, entidades públicas o privadas, nacionales o internacionales, podrán participar en el financiamiento de las actividades de cooperación solidaria para el desarrollo, mediante contribuciones o donaciones a  fondos específicos y fondos fiduciarios, de acuerdo con las Normas Generales”;

          TOMANDO EN CUENTA el artículo 26 de la Carta Interamericana de Derechos Humanos que refleja que “Los Estados Parte se comprometen a adoptar providencias, tanto a nivel interno como mediante la cooperación internacional, especialmente económica y técnica, para lograr progresivamente la plena efectividad de los derechos que se derivan de las normas económicas, sociales y sobre educación, ciencia y cultura, contenidas en la Carta de la Organización de Estados Americanos, reformada por el Protocolo de Buenos Aires, en la medida de los recursos disponibles por vía legislativa u otros medios apropiados”; y
          RECONOCIENDO los Convenios Constitutivos del Banco Interamericano de Desarrollo (BID), Banco Mundial (BM), Banco de Desarrollo del Caribe (CDB) y Banco Centroamericano de Integración Económica (BCEI), en materia de cooperación y financiamiento a otras instituciones multilaterales que compartan los propósitos de estos bancos, lo que evidencia un compromiso de ejecutar y financiar proyectos para reducir la pobreza de los países en la región, mediante donaciones de fondos fiduciarios y asociaciones de fondo con donantes bilaterales y multilaterales,
RESUELVE:

1. Encomendar a la Secretaría General que, a través del Departamento de Servicios de Información y Tecnología, desarrolle un Portal de Transparencia Presupuestaria, el cual incluya:

a) Un informe global de la ejecución presupuestaria de la organización que incluya detalles específicos de los proyectos;
b) Una plataforma de consulta sobre la ejecución del presupuesto; y
c) Un informe anual de la estrategia-país de la Organización para cada Estado Miembro, de manera que se informe a todos los potenciales aliados (instituciones de gobierno, sociedad civil, ONGs, sector privado) de los objetivos de la Organización, a fin de impulsar trabajo conjunto y la colaboración de estos actores con la Organización e igualmente se generen las condiciones óptimas para estimular la cooperación.

2. Recomendar a la Secretaría General la participación de la Organización dentro de foros o eventos en los cuales se reúnen los Estados miembros, organismos internacionales, empresas privadas y sociedad civil para dar a conocer la evolución y resultados de los proyectos que realiza e  invitar a financiar proyectos a futuro.

3. Proponer la creación de un Programa Educativo y Cultural Interamericano “PECI”, con la finalidad de que se convierta en un mecanismo alternativo independiente de ingresos para la Organización, cuyos principales objetivos son:

a) Desarrollar actividades educativas a nivel superior y especializado en forma de diplomados, conferencias, seminarios, capacitaciones, tanto presenciales como no presenciales, con la participación de miembros de las áreas educativas y culturales de los Estados Miembros, observadores permanentes y entes privados, sujetas al pago de una cuota como contraprestación del servicio dado, siendo éste ingreso directo al fondo regular del presupuesto de la Organización;
b) Conformar un grupo de alto nivel encargado de dirigir los proyectos, diseñar los lineamientos y modalidades, evaluar la pertinencia y poner en práctica las propuestas de oferta académica culturales del PECI. Este grupo estará conformado por representantes de cada Estado en materia educativa y financiera. 

c) Invitar a participar al Banco Interamericano de Desarrollo (BID), a través del Fondo Multilateral de Inversiones (FOMIN), Banco Mundial (BM), Comunidad Andina de Fomento (CAF), Organización de las Naciones Unidas para la Educación la Ciencia y la Cultura (UNESCO) para que colabore con el financiamiento de este programa. 
4. Encomendar al Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI) a fortalecer el diálogo entre los Estados Miembros de la Organización con las Instituciones Financieras Internacionales (IFIs) y Subregionales como: el Banco Centroamericano de Integración Económica (BCIE), el Banco de Desarrollo del Caribe (CDB), el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) y el Banco Mundial (BM), con el propósito de concientizar sobre la necesidad de donaciones voluntarias al fondo regular de la OEA, para continuar con los programas de desarrollo sostenible en los pueblos de las Américas.  

a) Extender la petición de participar en las Juntas de Gobernadores del Grupo del Banco Mundial (BM) y el Fondo Monetario Internacional (FMI) que se realiza anualmente, para exponer en este foro la labor que realiza la Organización contra la lucha a la pobreza y el desarrollo de sus Estados Miembros, y la necesidad de obtener nuevos financiamientos por agentes financieros externos que operan en la región. 

b) Encomendar a la Secretaría General, en conjunto con la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral (SEDI), extender una petición formal al Fondo Especial Japonés de Reducción de la Pobreza (JPO) administrado por el Banco Interamericano de Desarrollo (BID), para conseguir aportes destinados al financiamiento del Fondo Especial del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (FEMCIDI).

5. Fomentar la participación financiera del sector privado, que cumpla con estándares de formalización, regularidad y cumplimiento de los principios de la Carta de la OEA, en los proyectos de la OEA, e invitar a los Estados Miembros a brindar beneficios fiscales a dichas empresas contribuyentes.
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